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INTRODUCCIÓN 

 

En Colombia, la liquidación pensional de los empleados públicos ha sido objeto de cambios 

normativos y jurisprudenciales significativos en los últimos años. Estos cambios han afectado los 

factores que se tienen en cuenta para calcular la pensión de los empleados públicos, como el salario 

base de liquidación, el tiempo de servicio y la edad de jubilación. 

 

La jurisprudencia ha jugado un papel crucial en la interpretación de las normas y en la protección 

de los derechos de los empleados públicos en materia pensional. Ha establecido criterios claros 

para determinar cómo deben calcularse las pensiones, garantizando una mayor equidad y justicia 

en el sistema pensional. 

 

En resumen, el cambio normativo y jurisprudencial en la liquidación pensional de los empleados 

públicos en Colombia ha buscado mejorar la protección de los derechos de los trabajadores, 

estableciendo criterios más claros y equitativos para el cálculo de las pensiones. 

 

De acuerdo con lo anterior, se plantea esta investigación que propendió por establecer de qué 

manera resulta afectado el sistema pensional colombiano de los empleados públicos, con la 

adopción de un criterio restrictivo respecto de la inclusión de factores de liquidación pensional; y 

para dar respuesta a ello se abordaron los siguientes temas: 1. La evolución del sistema pensional 

de los empleados públicos en Colombia; 2. Los sistemas pensionales de los empleados públicos a 

nivel Iberoamericano, respecto del sistema colombiano (comparativo); y, 3. El sistema pensional 

actual de los empleados públicos de Colombia, en cuanto a la inclusión de factores de liquidación.  
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Para el desarrollo del trabajo de grado se aplicó una metodología de investigación jurídico-

comparativo, fundamentado en la normatividad, la doctrina y la jurisprudencia, a fin de conocer 

cuál ha sido la evolución del sistema pensional de los empleados públicos de Colombia, y de los 

demás países iberoamericanos, y a partir de allí se analiza el sistema pensional actual. 

 

En cuanto a la estructura, la investigación presenta la identificación del proyecto (título, 

planteamiento del problema, formulación del problema, sistematización del problema, 

justificación, objetivos), el diseño metodológico; en cuanto al desarrollo se encuentra la evolución 

del sistema pensional de los servidores públicos; la comparación de los sistemas pensionales de los 

empleados públicos a nivel iberoamericano, respecto del sistema colombiano; y, el sistema 

pensional actual de los empleados públicos de Colombia, en cuanto a la inclusión de factores de 

liquidación; finalmente, se relacionan las conclusiones y recomendaciones.  
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IDENTIFICACIÓN DEL PROYECTO 

 

Título 

 

CAMBIO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL SOBRE FACTORES DE LIQUIDACIÓN 

PENSIONAL DE LOS EMPLEADOS PÚBLICOS EN COLOMBIA. 

 

Planteamiento del problema 

 

El sistema pensional de los empleados públicos en Colombia no ha sido estático, sino que por el 

contrario ha sido dinámico con el paso de las décadas, y así también las normas pensionales han 

sido objeto de distintas interpretaciones, que han servido para plasmar diversas posiciones 

jurisprudenciales. 

 

El Congreso en el año 1945, expidió la Ley 6, en cuyo artículo 17 literal b. estableció que los 

empleados y obreros nacionales de carácter permanente gozarán de una pensión vitalicia de 

jubilación cuando el empleado u obrero haya llegado o llegue a la edad de cincuenta (50) años, 

después de veinte (20) años de servicio continuo o discontinuo, equivalente a las dos terceras partes 

del promedio de sueldos o jornales devengados. 

 

Con posterioridad se profirió la Ley 4, 1966, cuyo artículo 4 introdujo una modificación en cuanto 

al monto de la cuantía de la pensión de jubilación indicada en la Ley 6, 1945, disponiendo que, a 

partir de la vigencia de esta Ley, las pensiones de jubilación o de invalidez a que tengan derecho 

los trabajadores de una o más entidades de Derecho Público, se liquidarían y pagarían tomando 
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como base el setenta y cinco por ciento (75%) del promedio mensual obtenido en el último año de 

servicios. 

 

Sin embargo, ni la Ley 6, 1945 o la Ley 4, 1966 determinaron los factores sobre los cuales debía 

liquidarse la pensión de los empleados públicos, por tanto, para llenar el vacío legal, se acudió al 

Decreto 1045, 1978, ya que en ella se estableció en forma tácita los factores salariales a tener en 

cuenta para la liquidación de las cesantías y la pensión de jubilación,  como son: a) La asignación 

básica mensual; b) Los gastos de representación y la prima técnica; c) Los dominicales y feriados; 

d) Las horas extras; e) Los auxilios de alimentación y transporte; f) La prima de navidad; g) La 

bonificación por servicios prestados; h) La prima de servicios; i) Los viáticos que reciban los 

funcionarios y trabajadores en comisión cuando se hayan percibido por un término no inferior a 

ciento ochenta días en el último año de servicio; j) Los incrementos salariales por antigüedad 

adquiridos por disposiciones legales anteriores al Decreto-Ley 710, 1978; k) La prima de 

vacaciones; l) El valor del trabajo suplementario y del realizado en jornada nocturna o en días de 

descanso obligatorio; ll) Las primas y bonificaciones que hubieran sido debidamente otorgadas con 

anterioridad a la declaratoria de inexequibilidad del artículo 38 del Decreto 3130, 1968. 

 

Posteriormente se expidió la Ley 33, 1985, en cuyo artículo 1° se dispuso que el empleado oficial 

que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de cincuenta 

y cinco años (55) tendrá derecho a que por la respectiva caja de previsión se le pague una pensión 

mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio 

que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicio. 

 



5 

 

Así mismo, el artículo 1 de la Ley 62, 1985 por el cual se modificó el artículo 3 de la Ley 33, 1985, 

consagra que la base de liquidación está constituida sobre los siguientes factores: asignación básica, 

gastos de representación, las primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación, 

dominicales y feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados, trabajo suplementario o 

realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio. 

 

Aquí observamos el primer cambio normativo frente a los factores consagrados para la liquidación 

pensional, ya que al hacer una comparación entre el artículo 45 del Decreto 1045, 1978 y el artículo 

3 la Ley 33, 985, vemos que el legislador eliminó algunos de los factores que antes se tenían en 

cuenta, como por ejemplo la prima de navidad y la prima de vacaciones, entre otros. 

 

Finalmente el Congreso expidió la Ley 100, 1993 por la cual se creó el sistema de seguridad social 

integral, no obstante consagró un régimen de transición en su artículo 36, el cual ha sido objeto de 

diversas interpretaciones, en cuanto al ingreso base de liquidación, ya que una tesis es que el 

régimen de transición abarcaba el IBL y por ende debía continuar aplicándose la normatividad 

anterior a fin de no vulnerar el principio de inescindibilidad de la norma, y otra tesis es que el IBL 

quedó excluido del régimen de transición y por ende debía aplicarse la Ley 100, 1993 en lo que 

respecta a ello. 

 

En relación con la primera tesis tenemos que inicialmente el Consejo de Estado consideró que el 

IBL era el contemplado en la normatividad anterior, es decir la Ley 33, 1985, y además la Sala 

Plena de la Sección Segunda del Consejo de Estado profirió la Sentencia de Unificación del 04 de 

agosto de 2010 dentro del Exp. 0112-09, en la cual se concluyó que resultaban aplicables no sólo 

los factores salariales que enlista la Ley 33, 1985 modificada por la Ley 62, 1985 para conformar 
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la base de liquidación de la pensión de jubilación, sino todos los factores salariales devengados 

durante el último año de servicio, pues consideró que dichas normas no enlistaban en forma taxativa 

los factores salariales que componen la base de liquidación pensional. 

 

De esta manera se adoptó una posición amplia que permitía liquidar las pensiones con inclusión de 

todos los factores salariales. 

 

Sin embargo, el Consejo de Estado profirió la Sentencia de Unificación de fecha 28 de agosto de 

2018 dentro del proceso 52001-23-33-000-2012-00143-01, en la cual varió su posición y sentó 

como regla jurisprudencial que el Ingreso Base de Liquidación del inciso tercero del artículo 36 de 

la Ley 100, 1993 hace parte del régimen de transición para aquellas personas beneficiarias del 

mismo, que se pensionen con los requisitos de edad, tiempo y tasa de reemplazo del régimen 

general de pensiones previsto en la Ley 33, 1985. 

 

Así mismo fijó una sub-regla, en cuanto a que para los empleados públicos que se pensionen 

conforme a las condiciones de la Ley 33, 1985, el período para liquidar la pensión es el siguiente: 

Si faltare menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el ingreso base de 

liquidación será (i) el promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para ello, o (ii) 

el cotizado durante todo el tiempo, el que fuere superior, actualizado anualmente con base en la 

variación del Índice de Precios al consumidor, según certificación que expida el DANE; o si faltare 

más de diez (10) años, el ingreso base de liquidación será el promedio de los salarios o rentas sobre 

los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al reconocimiento de la 

pensión, actualizados anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, 

según certificación que expida el DANE. 
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De igual forma en la Sentencia de Unificación del 28 de agosto de 2018 del Exp. 2012-00143 se 

fijó una segunda sub-regla, consistente en que los factores salariales que se deben incluir en el IBL 

para la pensión de jubilación de los empleados públicos beneficiarios de la transición son 

únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los aportes o cotizaciones al Sistema de 

Pensiones.  

 

Esta situación ha provocado que no exista seguridad en cuanto a la forma de liquidación de las 

pensiones de los empleados públicos en Colombia, en primer lugar porque se observa un retroceso 

en cuanto a la normatividad en materia pensional, al reducir los factores de liquidación y variar el 

monto de la pensión, y en segundo lugar porque la jurisprudencia ha plasmado interpretaciones 

opuestas sobre estas normas, lo cual ha provocado que existan empleados públicos pensionados 

con respeto a unas garantías, y otros empleados pensionados con montos inferiores y aplicando un 

sistema distinto, dependiendo de la jurisprudencia que existiere en el momento de obtener su 

derecho pensional, lo que conllevaría a una violación del derecho a la igualdad. 

 

Además de ello, debemos observar que una de las motivaciones de la posición más reciente del 

Consejo de Estado para justificar que sólo se tomen en cuenta los factores sobre los que se han 

efectuado los aportes, es que esta forma de interpretación no afecta las finanzas del sistema ni pone 

en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión del resto de habitantes del territorio 

colombiano, y se respeta la debida correspondencia que en un sistema de contribución bipartita 

debe existir entre lo aportado y lo que el sistema retorna al afiliado, y se asegura la viabilidad 

financiera del sistema. 
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En este punto es cuestionable si el argumento de la sostenibilidad fiscal es suficiente para variar 

todo un sistema pensional, y que se presentan diferencias entre los montos de los pensionados que 

fueron empleados públicos; al respecto se debe tener en cuenta que la jubilación no es un favor, es 

el pago de una deuda, aunque la cantidad otorgada sea superior a la capitalización de los aportes o 

retenciones. En la medida en que la pensión impone un sacrificio al Tesoro, ella es la remuneración 

de servicios prestados (Sentencia CSJ 13336, 2000). 

 

De esta manera con el presente trabajo de investigación se pretende realizar un estudio exhaustivo 

sobre la motivación de las normas en materia pensional que consagran los factores de liquidación 

para los empleados públicos y la jurisprudencia que se ha desarrollado alrededor de ella, y cómo 

afecta el sistema pensional a partir de un análisis de este. 

 

Formulación del problema 

 

¿Cómo se afecta el sistema pensional colombiano, en el caso de los empleados públicos, con la 

adopción de un criterio restrictivo respecto de la inclusión de factores de liquidación pensional? 

 

Sistematización del problema 

 

1. ¿Cómo ha evolucionado el sistema pensional de los empleados públicos en Colombia? 

 

2. ¿Cómo es el sistema pensional de los empleados públicos en el contexto Iberoamericano, 

respecto del colombiano? 
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3. ¿Cómo es el sistema pensional actual de los empleados públicos de Colombia, respecto a la 

inclusión de factores de liquidación? 

 

Justificación 

 

La importancia de este proyecto radica en que en la actualidad existen empleados públicos  

pensionados de distintas maneras en cuanto a los factores de liquidación pensional que se tienen 

en cuenta, generándose a simple vista una desigualdad entre ellos, por lo cual se pretender realizar 

un estudio exhaustivo de las normas que contemplan los factores de liquidación pensional de los 

empleados públicos y cómo ha sido su evolución en el tiempo, así como las variaciones en la 

interpretación jurisprudencial de dichas normas. 

  

Resulta necesario también hacer una comparación con sistemas pensionales de otros Estados, a fin 

de visualizar si en el Estado colombiano se han adoptado posiciones paritarias o si contrastan con 

los mismos. 

 

Lo anterior a fin de determinar cómo estas posiciones afectan el sistema pensional de los empleados 

públicos, en cuanto a los factores de liquidación pensional que se tienen en cuenta, y si conlleva 

un retroceso en materia pensional. 
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Objetivos 

 

Objetivo general 

 

Establecer de qué manera resulta afectado el sistema pensional colombiano de los empleados 

públicos, con la adopción de un criterio restrictivo respecto de la inclusión de factores de 

liquidación pensional. 

 

Objetivos específicos 

 

1. Relacionar la evolución del sistema pensional de los empleados públicos en Colombia. 

 

2. Comparar los sistemas pensionales de los empleados públicos a nivel Iberoamericano, respecto 

del sistema colombiano. 

 

3. Analizar el sistema pensional actual de los empleados públicos de Colombia, en cuanto a la 

inclusión de factores de liquidación. 
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DISEÑO METODOLÓGICO 

 

Para el desarrollo del trabajo de grado se aplicó una metodología de investigación jurídico-

comparativo, ya que los objetivos específicos se enfocan en realizar un estudio del sistema 

pensional de empleados públicos del ordenamiento jurídico, así como establecer las semejanzas 

y diferencias con el sistema pensional de los Estados Iberoamericanos, y a partir de allí establecer 

las fortalezas y debilidades de nuestro sistema pensional de empleados públicos actual. 

 

De esta forma, se realiza un estudio con base en la normatividad, la doctrina y la jurisprudencia, 

a fin de conocer cuál ha sido la evolución del sistema pensional de los empleados públicos de 

Colombia, y de los demás países iberoamericanos, y a partir de allí se analiza el sistema pensional 

actual. 

 

Asimismo, se advierte que previo a lo anterior se abordó el estudio doctrinal de ejes claves para 

el desarrollo del sistema pensional como son el concepto del Estado Social de Derecho y del 

derecho a la seguridad social, y su aplicabilidad conforme al sistema pensional actual. 
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CAPITULO 1. EVOLUCIÓN DEL SISTEMA PENSIONAL DE LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS 

 

1.1.Concepto de Estado Social de Derecho 

 

El concepto de Estado Social de Derecho representa uno de los pilares fundamentales en la teoría 

y práctica del derecho y la política moderna. Surge como respuesta a la necesidad de equilibrar el 

ejercicio del poder estatal con la protección de los derechos y el bienestar de los ciudadanos. En 

esta formulación, el Estado no solo se limita a ser un ente regulador y garante de las normas 

jurídicas, sino que también asume un papel activo en la promoción de la justicia social y el 

desarrollo integral de la sociedad. 

 

Esto en virtud de que el Estado Social de Derecho es un concepto que resulta de “la transformación 

y evolución de las diferentes formas de Estado existentes a través de la historia, iniciando desde la 

antigua Grecia con la “polis o Ciudad-Estado”” (Suárez, 2016, p. 6) en ese sentido surge como 

respuesta a las limitaciones y desafíos observados en las concepciones previas de organización 

política, a medida que las sociedades enfrentaron nuevas realidades sociales, económicas y 

políticas, se hizo evidente la necesidad de superar enfoques meramente autoritarios o liberales y 

adoptar un enfoque más inclusivo y orientado al bienestar de los ciudadanos. 

 

En otras palabras, el Estado Social de Derecho se erige como la culminación de un proceso 

evolutivo en la conceptualización de las formas de organización estatal, representando una 

reconfiguración paradigmática que incorpora las exigencias contemporáneas de justicia social y 

garantías ciudadanas. En términos político-jurídicos, este concepto podría ser equiparado a una 
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modernización institucional que concilia las prerrogativas del poder estatal con la salvaguardia y 

promoción de los derechos individuales y colectivos, en un marco de responsabilidad activa del 

Estado en la consecución del bienestar general y la equidad social. 

 

En concordancia, al abordar el concepto de Estado Social de Derecho de esta manera, cabe 

mencionar al anterior modelo, el Estado de derecho, como un punto de partida que permite su 

aprehensión semántica en lo que respecta al calificativo social. En ese sentido el Estado de derecho, 

en su formulación precedente, se caracterizaba por establecer un sistema jurídico en el que las 

normas eran supremas y todos los individuos, incluyendo las autoridades estatales, estaban sujetos 

a ellas.  

 

Este modelo resaltaba la importancia de la legalidad, la protección de los derechos individuales y 

la limitación del poder estatal. Sin embargo, su enfoque principal recaía en la regulación de 

aspectos jurídicos y no necesariamente abordaba de manera extensa la dimensión de justicia social 

y bienestar colectivo. En este contexto, el adjetivo "social" denota la inclusión de políticas y 

mecanismos orientados a reducir las disparidades económicas y a garantizar la satisfacción de 

derechos sociales, como la educación, la salud y la seguridad social. 

 

Por tanto, el Estado Social de Derecho representa una transformación en la concepción tradicional 

de Estado de derecho, añadiendo una dimensión de compromiso activo en la búsqueda de un orden 

social más justo y equitativo. Este enfoque no solo se preocupa por la protección de los derechos 

individuales, sino que también asume la responsabilidad de crear condiciones propicias para el 

desarrollo y el bienestar de todos los ciudadanos. 
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De ese modo se observa, que el artículo primero de la Constitución Política, 1991 expresa que 

Colombia es un Estado social de derecho, lo cual significa que “la organización política que nos 

rige ya no solo está sujeta a la ley, sino que tiene la obligación constitucional de promover 

activamente la realización de los valores constitucionales” (Suarez, 2016, p. 10) esta aproximación 

conceptual sobre la realidad factico jurídica establecida por la constituyente resulta precisa, dado 

que la connotación de índole social permea la edificación de la institucionalidad de tal manera que 

el corpus legal en el cual se sustenta adquiere una dimensión espiritual y se despoja de su carácter 

mecánico. 

 

“Las características del Estado Social de Derecho se desprenden de la misma pertenencia del 

hombre al Estado” (Suarez, 2016, p. 11) esta premisa revela una conexión intrínseca con la 

previamente mencionada. En este sentido, la pertenencia del individuo al entramado estatal implica 

un compromiso recíproco entre la sociedad y el gobierno, en el cual el Estado se convierte en 

garante del bienestar y la equidad de sus ciudadanos, y estos, a su vez, están sujetos a ciertas 

obligaciones y deberes que contribuyen al sostenimiento de la comunidad y el sistema social en su 

conjunto. Razón por la cual: 

 

La Constitución de 1991 alberga el concepto de Estado social de derecho. Por eso se puede 

observar que en ella se contemplan tanto derechos fundamentales de las personas como 

deberes de las personas y del ciudadano. Estos deberes se encuentran consignados en 

diversos artículos, si bien un buen número de ellos se encuentran reunidos en el artículo 95 

(Sentencia SU 747, 1998) 
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Esta relación directa entre la pertenencia del individuo al Estado y las características del Estado 

Social de Derecho refuerza la noción de que la estructura política y jurídica no es meramente 

abstracta, sino que está arraigada en las necesidades y aspiraciones de las personas que conforman 

la sociedad. Así, el concepto de Estado Social de Derecho adquiere un matiz humano y activo, en 

el cual la interacción entre el Estado y los ciudadanos se convierte en el motor de una sociedad 

justa, equitativa y comprometida con el bienestar común. 

 

En consecuencia, el Estado Social de Derecho puede entenderse como la humanización de la rígida 

legalidad en la cual se fundamentaba el modelo previo del Estado de Derecho. Este nuevo enfoque 

representa un reconocimiento intrínseco desde la propia normativa a la existencia de la humanidad, 

y en efecto a la dignifica humana como uno de los principios y fines de toda actividad estatal. Este 

cambio de paradigma refleja una comprensión más profunda de la sociedad, reconociendo que la 

ley no puede ser meramente un conjunto abstracto de normas, sino que debe considerar y abordar 

las circunstancias y necesidades de las personas que conforman esa sociedad.  

 

Bajo esta concesión el Estado adopta un carácter asistencial en el que sus servicios deben ir 

orientados a garantizar las condiciones necesarias para asegurar una vida digna y plena para cada 

sujeto que conforma la sociedad. Las cuales abarcan aspectos como el acceso a  la educación, la 

salud, la vivienda, la alimentación, la seguridad y otros elementos que contribuyen al bienestar y 

desarrollo humano. En el contexto del Estado Social de Derecho, garantizar estas condiciones 

fundamentales implica que el gobierno tiene la responsabilidad de proporcionar los medios para 

que todos los ciudadanos puedan vivir con dignidad y oportunidades igualitarias. En concordancia: 
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Con el término social se señala que la acción del Estado debe dirigirse a garantizarle a los 

asociados condiciones de vida dignas. Es decir, con este concepto se resalta que la voluntad 

del Constituyente en torno al Estado no se reduce a exigir de éste que no interfiera o recorte 

las libertades de las personas, sino que también exige que el mismo se ponga en movimiento 

para contrarrestar las desigualdades sociales existentes y para ofrecerle a todos las 

oportunidades necesarias para desarrollar sus aptitudes y para superar los apremios 

materiales (Sentencia SU-747, 1998). 

 

De ese modo, la Corte Constitucional al hacer énfasis en la necesidad de contrarrestar las 

desigualdades sociales existentes expresa que el Estado Social de Derecho reconoce que el mero 

respeto de las libertades individuales no es suficiente para garantizar una sociedad justa. La 

presencia de desigualdades económicas, educativas y sociales puede limitar el acceso de ciertos 

grupos a oportunidades y recursos básicos, por ende, el Estado no solo tiene la facultad, sino 

también la obligación de intervenir de manera proactiva para mitigar estas desigualdades y brindar 

las condiciones necesarias para el desarrollo pleno de cada individuo. 

 

Asimismo, la afirmación de que el Estado debe ponerse en movimiento para ofrecer oportunidades 

y contrarrestar los apremios materiales subraya la idea de que el bienestar y el desarrollo humano 

no son exclusivamente responsabilidad de los individuos, sino también del entorno social y 

gubernamental. Es decir que en gran medida el contexto sociocultural en que se desarrolle un 

individuo va a impactar en el colectivo, por ello se vuelve imperioso afectar desde el Estado dicho 

contexto. 
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Se infiere que, de cierta forma, el Estado bajo esta acepción se torna en un ingeniero social, ya que 

asume una función activa y comprometida en la configuración de una sociedad más equitativa y 

justa. Si bien su enfoque difiere de una manipulación cultural intencionada, su intervención 

planificada a través de políticas y programas busca remodelar las condiciones de vida de los 

ciudadanos, eliminando desigualdades y fomentando el bienestar colectivo.  

 

Sin embargo, es esencial destacar que esta acción está guiada por principios democráticos y 

derechos humanos, lo que distingue la labor del Estado Social de Derecho de la connotación 

negativa asociada tradicionalmente al término "ingeniería social". En lugar de imponer ideologías, 

el Estado se orienta hacia la promoción de una convivencia justa y digna para todos, donde la 

participación ciudadana y la búsqueda de equidad son las bases de su actuación. Por lo tanto, existe 

una clara intervención en la dimensión social, de hecho: 

 

El Estado de derecho liberal y el Estado social de derecho se diferencian en la relación que 

construyen entre el Estado y los asociados: así, mientras que el primero busca ante todo 

limitar el poder, de tal manera que no pueda amenazar los derechos y libertades de los 

ciudadanos, el segundo acoge esa limitación del poder, pero también precisa que el Estado 

debe cumplir con unos fines en la sociedad, lo cual implica que intervenga en ella (Sentencia 

SU-747, 1998) 

 

De igual manera, y en ese orden de ideas el Estado social de Derecho está asociado inherentemente 

a valores y principios constitucionales que cabe mencionar, mediante los cuales orienta la 

mencionada intervención social, es decir “el Estado social de derecho como principio viene a 

desarrollarse de manera esencial en los principios y valores fundamentales” (Suarez, 2016, p. 13) 
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tales como los estipulados en el artículo primero y segundo superiores. En ese sentido los fines 

esenciales del Estado expresan la naturaleza social en que se fundamenta el modelo de organización 

política en cuestión.  

 

El articulo 2 superior consagra como uno de los fines esenciales del Estado, servir a la comunidad, 

lo cual refleja el enfoque de poner al ciudadano en el centro de su actuación. El Estado no es un 

ente aislado, sino un ente al servicio de la sociedad, esto refuerza la idea de que las políticas y 

acciones deben beneficiar a todos los ciudadanos y no a intereses particulares. Asimismo, es 

garantista respecto a los derechos fundamentales contenidos en la constitución política. Los cuales 

constituyen a su vez los prepuestos para el modelo de Estado en cuestión, siendo la dignidad 

humana el más relevante. En concordancia la Corte Constitucional manifiesta: 

  

La dignidad humana representa el primer fundamento del Estado social de derecho, implica 

consecuencias jurídicas a favor de la persona, como también deberes positivos y de 

abstención para el Estado a quien corresponde velar porque ella cuente con condiciones 

inmateriales y materiales adecuadas para el desarrollo de su proyecto de vida. Por 

condiciones inmateriales se entienden los requerimientos éticos, morales, axiológicos, 

emocionales e inclusive espirituales que identifican a cada persona y que siendo intangibles 

e inmanentes deben ser amparados por el Estado, pues de otra manera la persona podría ser 

objeto de atentados contra su fuero íntimo y su particular manera de concebir el mundo. Por 

condiciones materiales han de entenderse los requerimientos tangibles que permiten a la 

persona vivir rodeada de bienes o de cosas que, según sus posibilidades y necesidades, le 

permiten realizar su particular proyecto de vida (Sentencia C-336, 2008). 
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El pronunciamiento de la alta corte resalta de manera profunda y clara la importancia de la dignidad 

humana como el cimiento primordial en el contexto del Estado Social de Derecho, ya que no solo 

implica la protección de los derechos individuales, sino que también establece una serie de deberes 

y responsabilidades positivas para el Estado. Asimismo, el análisis sobre las condiciones 

inmateriales y materiales que deben ser garantizadas para el pleno desarrollo del individuo refleja 

la comprensión integral del Estado Social de Derecho, ya que este no solo se limita a asegurar 

derechos legales, sino que debe proporcionar el entorno necesario para que cada persona pueda 

perseguir su proyecto de vida de manera digna y auténtica. 

 

1.2.Concepto de Seguridad Social 

 

El concepto de seguridad social tiene varias acepciones, como derecho fundamental según la 

constitución política, y como un conjunto de medidas o sistemas diseñados para garantizar la 

protección y el bienestar de los ciudadanos en situaciones de vulnerabilidad, como enfermedad, 

vejez, discapacidad, desempleo y maternidad, entre otras. En otras palabras, contiene dos aspectos, 

según la interpretación de la Corte Constitucional del articulo 48 superior, “lo contempla como un 

servicio público de carácter obligatorio que se presta bajo la dirección, coordinación y control del 

Estado y, por el otro, lo consagra como un postulado irrenunciable” (Sentencia C-277, 2021).  

 

De ese modo, se observa en su primera acepción que se trata de una garantía del Estado que tiene 

toda persona respecto a situaciones difíciles que no permitan el desarrollo natural de las actividades 

laborales, asimismo es un derecho autónomo, es decir es independiente y no está condicionado a 

la existencia o ejercicio de otros derechos. En otras palabras, la seguridad social se considera un 



20 

 

derecho en sí mismo y no depende de la titularidad de otros derechos para ser reconocido y 

garantizado. 

 

Esto se observa en que puede ser objeto de tutela jurídica de manera independiente, sin necesidad 

de estar vinculado a otros derechos o circunstancias adicionales. Esto significa que las personas 

tienen la posibilidad de recurrir a la acción de tutela para proteger su derecho a la seguridad social 

de manera directa, sin requerir que esté relacionado con otros derechos que estén siendo vulnerados 

al mismo tiempo. 

 

En el contexto de Colombia y otros sistemas de seguridad social, esta autonomía es fundamental 

para garantizar que los ciudadanos puedan acceder a atención médica, pensiones, protección laboral 

y otros beneficios sin discriminación ni barreras injustas. La consideración de la seguridad social 

como un derecho autónomo resalta su importancia en la construcción de una sociedad más 

equitativa y justa, donde todas las personas tengan la oportunidad de vivir con dignidad y 

protección. 

 

Se puede inferir que es una protección que surge del vínculo que el individuo comparte al ser 

reconocido como miembro del aglomerado social en que se desarrolla como persona, en ese sentido 

está relacionado con el principio de solidaridad en que se funda el Estado social de derecho, el cual 

se basa en el reconocimiento de que las personas están interconectadas y comparten 

responsabilidades mutuas en el desarrollo y la convivencia en una comunidad: 

 

Cabe resaltar que el principio de la solidaridad es la manifestación que permite tener 

conocimiento sobre la responsabilidad que tiene la sociedad para garantizar la seguridad 
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social y la protección social de las personas, por lo que así se ha establecido que los recursos 

provenientes del erario en el sistema de seguridad social, se debe aplicar a las poblaciones 

más vulnerables (Plaza & Diaz, 2019, p. 26). 

 

En ese contexto, la solidaridad se traduce en la obligación de la sociedad y del Estado de velar por 

el bienestar de todos sus miembros, especialmente aquellos que se encuentran en situaciones de 

vulnerabilidad o necesidad. De tal manera, la seguridad social es un derecho irrenunciable que se 

puede definir: 

 

Conjunto de medidas institucionales tendientes a brindar progresivamente a los individuos 

y a sus familias, las garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan 

afectar su capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una 

subsistencia acorde con la dignidad del ser humano”. Así, en concordancia con el artículo 

53 superior, la garantía de la seguridad social es uno de los principios mínimos 

fundamentales de la relación laboral. Aquel, se refiere a la totalidad de las medidas que 

propenden por lograr el bienestar general de la población en relación con la protección y 

cobertura de las necesidades ligadas a la protección de contingencias vitales concretas 

(Sentencia C-277, 2021). 

 

El texto citado subraya la importancia de la seguridad social como un conjunto de medidas 

institucionales diseñadas para garantizar progresivamente el bienestar de los individuos y sus 

familias en el contexto de los diversos riesgos sociales que puedan afectar su capacidad y 

oportunidades. Estas medidas buscan asegurar que las personas tengan acceso a los recursos 

necesarios para una subsistencia digna y acorde con los principios de la dignidad humana. Esta 
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concepción resuena con el concepto amplio de seguridad social en el marco del Estado Social de 

Derecho. 

 

Asimismo, resalta cómo la seguridad social es uno de los pilares básicos en la relación laboral, esto 

significa que la seguridad social no solo es un asunto de carácter individual, sino que también está 

intrínsecamente vinculada a las condiciones laborales y a la protección de los derechos de los 

trabajadores. Esta interconexión resalta cómo el bienestar de los trabajadores es fundamental para 

una sociedad justa, y de allí que surge la obligación de todo trabajador de afiliarse al sistema de 

seguridad social integral. 

 

Por otro lado, el término "principios mínimos fundamentales de la relación laboral" sugiere que la 

seguridad social es una de las bases esenciales que deben ser aseguradas en cualquier relación de 

trabajo. No se trata simplemente de un beneficio adicional, sino de una salvaguardia que debe estar 

presente en todas las interacciones laborales. Esto enfatiza la necesidad de que las políticas y 

normativas laborales consideren y protejan la seguridad social como un derecho inalienable. 

 

La mención a la "protección de contingencias vitales concretas" resalta la idea de que la seguridad 

social abarca una amplia gama de situaciones y riesgos que pueden impactar la vida de las personas, 

como enfermedades, accidentes, vejez o desempleo. La seguridad social no solo se enfoca en 

aspectos económicos, sino también en la calidad de vida y la protección integral. Asimismo, la 

Corte Constitucional manifiesta que se trata de un servicio de carácter público y obligatorio, por lo 

tanto, debe cumplir principios como eficiencia, solidaridad y universalidad. 
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En cuanto al primero se observa en la necesidad de asegurar una continuidad constante en la 

prestación del servicio, sin interrupciones. La eficiencia implica que los recursos disponibles se 

utilicen de manera óptima para alcanzar los objetivos y resultados deseados, esto significa que los 

servicios y beneficios deben ser proporcionados de manera fluida y sin interrupciones, 

garantizando así una atención oportuna y constante a los beneficiarios. Y respecto a la 

universalidad del mencionado derecho: 

 

Que se propenda porque todos los habitantes del país disfruten de dicha seguridad social. 

Lo anterior, en el entendido de que el objetivo es ampliar la cobertura y no restringirla. De 

allí que, como servicio, el SSSI tenga por objetivo “garantizar la ampliación de cobertura 

hasta lograr que toda la población acceda al sistema” (Sentencia C-277, 2021). 

 

 Asimismo, la Corte Constitucional en la Sentencia C-408, 1994, manifiesta otro aspecto del 

derecho a la seguridad social, siendo este su carácter asistencial o prestacional, la alta corporación 

considera que este derecho se enmarca en el capítulo 2 del título II de la Carta, que aborda los 

derechos sociales, económicos y culturales. Se le reconoce como un derecho de la Segunda 

Generación, lo que implica que va más allá de los derechos de la Primera Generación (como los 

derechos civiles y políticos) y se enfoca en la provisión de bienestar y condiciones dignas de vida.  

 

Este derecho, en términos de contenido material, es calificado como asistencial o prestacional 

porque no basta con la mera existencia de la persona titular para que el derecho se cumpla; requiere 

una estructura organizada y regulada que garantice la provisión de bienes y servicios que 

concreticen este derecho. En otras palabras, la seguridad social no es simplemente una garantía 
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abstracta, sino que implica la creación de mecanismos y entidades encargadas de proporcionar los 

recursos y servicios necesarios para el bienestar de los ciudadanos. 

 

Adicionalmente, la Corte menciona un aspecto importante relacionado con la capacidad financiera 

del ente responsable de brindar la asistencia o prestación. Esto añade un componente temporal y 

espacial al derecho a la seguridad social, en otras palabras, la viabilidad y extensión del derecho 

dependen en gran medida de la disponibilidad de recursos económicos para su implementación.  

 

Esto se alinea con la idea de que el Estado y la sociedad deben trabajar en conjunto para asegurar 

que los recursos financieros sean suficientes para garantizar la cobertura progresiva y sostenible de 

los servicios de seguridad social. En virtud de dicha naturaleza, la Constitución no adoptó un único 

modelo específico para su implementación, en cambio, dejó en manos del legislador la 

responsabilidad de establecer y definir cómo se estructuraría este derecho en la práctica. 

 

De igual forma, en la Sentencia T-113, 2021, la Corte Constitucional establece que el derecho a la 

seguridad social se concibe como un medio o instrumento fundamental para garantizar el ejercicio 

y la realización de otros derechos fundamentales, así como para preservar la dignidad humana en 

situaciones adversas. Es decir, se convierte en una herramienta que protege y respalda a las 

personas cuando se ven confrontadas por situaciones que pueden debilitar su bienestar y su 

capacidad para satisfacer sus necesidades básicas. 

 

La relación intrínseca entre el derecho a la seguridad social y la dignidad humana se explica al 

señalar que la seguridad social hace posible que las personas enfrenten circunstancias difíciles con 

dignidad. Al proporcionar recursos y apoyo en momentos de necesidad, la seguridad social permite 
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a las personas mantener su calidad de vida, afrontar obstáculos que puedan afectar su desarrollo 

laboral y recibir los recursos necesarios para ejercer sus derechos subjetivos. 

 

En este contexto, el derecho a la seguridad social actúa como un medio para garantizar que las 

personas puedan mantener su bienestar y dignidad incluso cuando se enfrentan a desafíos 

económicos, de salud o laborales. La seguridad social no es simplemente un fin en sí mismo, sino 

una herramienta esencial para asegurar que los individuos puedan continuar viviendo de manera 

digna y ejerciendo sus derechos en diversas circunstancias. 

 

1.3.Evolución normativa del sistema pensional de los servidores públicos 

 

La evolución normativa del sistema pensional de los servidores públicos tiene sus orígenes antes 

de 1945 por medio de beneficios de dicha naturaleza social, mas no se observa la estructuración de 

un sistema como tal. Por lo tanto, se puede afirmar que su comienzo normativo surge a partir de la 

Ley 6, 1945, la cual estableció las prestaciones sociales que los empleadores debían proporcionar 

a sus trabajadores en Colombia.  

 

Estas prestaciones fueron posteriormente reemplazadas por el sistema de seguro social obligatorio. 

Durante la transición hacia este sistema, la ley estipuló que los empleadores debían otorgar varias 

indemnizaciones o beneficios a sus empleados y obreros. Estos beneficios incluyeron 

“indemnizaciones por accidentes de trabajo, las indemnizaciones por enfermedad profesional, el 

auxilio por enfermedad no profesional, los gastos indispensables del entierro del trabajador, además 

de las vacaciones y cesantías” (Leal & Rincón, 2007, p. 58). 
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La Ley 6 también estableció la creación de la Caja Nacional de Previsión Social (CAJANAL), una 

entidad encargada de administrar y pagar las prestaciones sociales establecidas por la ley. Además, 

se permitió la creación de cajas de previsión a nivel departamental, municipal y por sectores 

económicos, lo que permitió una mayor organización y administración de estas prestaciones. Cabe 

mencionar que bajo este régimen normativo los requisitos para la pensión de jubilación eran de 50 

años de servicio. 

 

Asimismo, el Decreto 1824, 1965, incluye en el instituto colombiano de seguro sociales las 

disposiciones correspondientes para el seguro de vejez, muerte e invalidez. Gracia a ello, la 

cobertura del sistema creció, alcanzado un total de 37, 5% de la población. Luego se observa un 

periodo con “cambios de importancia en el sistema de seguridad social, pero es también un período 

donde los estudios económicos y sociales señalan la magnitud de la crisis del sistema y se proponen 

los diversos mecanismos estructurales de solución” (Leal & Rincón, 2007, p. 59). 

 

En ese contexto, se expide el Decreto 3135, 1968, que en su artículo 27 estipula para el empleado 

público y trabajador oficial del orden nacional, como requisitos para la pensión de jubilación o 

vejez, 55 años, si es varón y 50 años si es mujer, asimismo 20 años de servicio continuo o 

discontinuo, la cual equivalía “al 75% del promedio de los salarios devengados durante el último 

año de servicio” (Decreto 3135, 1968) asimismo se expidió la Ley 33, 1985, la cual fue responsable 

de examinar las disposiciones relacionadas con las pensiones en el ámbito público, unificando la 

edad de jubilación en cincuenta y cinco años. 

 

La mencionada norma jurídica estableció un régimen de transición en el parágrafo 2 de su artículo 

primero, es decir disposiciones especiales para aquellos empleados que ya tenían ciertos años de 
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servicio al momento de entrar en vigor la ley en cuestión. En ese sentido aquellos empleados 

oficiales que ya habían cumplido quince (15) años de servicio continuo o discontinuo al momento 

de entrar en vigor la Ley 33, 1985, continuarían aplicando las disposiciones sobre la edad de 

jubilación que estaban en vigor antes de esta ley. Esto significa que, en el caso de las mujeres, se 

mantendría la posibilidad de jubilarse a los 50 años. 

 

En cuanto a los empleados oficiales que habían acumulado veinte (20) años de servicio continuo o 

discontinuo y se habían retirado del servicio antes del 13 de febrero de 1985, tendrían derecho a 

recibir una pensión de jubilación de acuerdo con las disposiciones que estaban en vigencia en el 

momento de su retiro. Esto significa que las condiciones de jubilación que regían cuando se 

retiraron seguirían aplicándose en términos de cálculo y pago de la pensión: 

 

Asimismo, la Ley 71 de 1988 buscó fortalecer la situación de los pensionados, para lo cual  

dispuso reglas más benéficas sobre reajustes y amplió el alcance de la sustitución pensional.  

Además, creó la “pensión de jubilación por aportes”, que buscaba la unificación de los 

tiempos pensionales en los sectores público y privado, por primera vez en el país (Leal & 

Rincón, 2007, p. 59).  

 

En ese orden de ideas, el artículo 7 de la mencionada ley establece las condiciones bajo las cuales 

los empleados y trabajadores del sector público en Colombia pueden acceder a una pensión de 

jubilación. Según este artículo, aquellos que hayan contribuido durante un total de veinte (20) años 

a las entidades de seguridad social tienen derecho a recibir una pensión de jubilación. Sin embargo, 

esta pensión será otorgada cuando alcancen la edad de sesenta (60) años o más en el caso de los 

hombres, y cincuenta y cinco (55) años o más en el caso de las mujeres.  
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Asimismo, la promulgación de la Constitución Política, 1991 marcó un cambio significativo en la 

percepción de los derechos laborales y en el enfoque de seguridad social en Colombia. En esta 

carta magna se plasmó una perspectiva renovada, así como la introducción de un modelo innovador 

de sistema de seguridad social para la nación. Esto se observa en el artículo 48 superior, mediante 

el cual se supera el enfoque asistencialista reconociendo la seguridad social como un derecho 

explícito.  

 

En segundo lugar, estableció que es un servicio público sujeto a los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad, buscando así garantizar su efectividad. En tercer lugar, asignó al 

Estado la dirección, coordinación y control del sistema, permitiendo que la gestión y prestación de 

servicios pueda ser llevada a cabo por entidades públicas o privadas. También cabe mencionar el 

Acto Legislativo 1, 2005, el cual reforma el artículo en mención precisando respecto al sistema 

pensional. 

 

Este incluye diversas salvaguardias para el sistema de pensiones, por tal razón el Estado se 

compromete a asegurar la realización de los derechos dentro del sistema, su viabilidad financiera 

y el respeto a los derechos adquiridos. Adicionalmente, se especifica que el Estado se hace 

responsable de los pasivos pensionales que estén bajo su responsabilidad. De igual forma; 

 

El Acto Legislativo estableció el principio constitucional de la sostenibilidad financiera, 

señalando que las leyes posteriores a su expedición deben asegurar la sostenibilidad 

financiera de lo establecidos en ellas. Pero se introdujo una importante restricción 

constitucional a ese principio: la sostenibilidad financiera no puede implicar que las 
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pensiones “reconocidas conforme a derecho” puedan dejar de pagarse, congelarse o 

reducirse de valor (Leal & Rincón, 2007, p. 64). 

 

También estableció que el derecho a recibir una pensión surge cuando se cumplen los requisitos 

legales de edad y período de cotizaciones, o cuando se ha acumulado el monto necesario de capital. 

Esto hace referencia a los dos enfoques principales del sistema de pensiones: el de prima media y 

el de ahorro individual. Asimismo, que los criterios y términos que rigen las pensiones deben ser 

definidos únicamente en las leyes del sistema general de pensiones, es decir que los requisitos para 

acceder a las pensiones son estrictamente los que la ley establece, por lo que no está permitido 

emitir regulaciones o hacer referencia a acuerdos que modifiquen lo que está establecido en la  

legislación. 

 

Otro aspecto relevante es que la norma adelanta la culminación del régimen de transición en 

materia de pensiones, estableciendo una norma general y una excepción. Según la regla general, 

dicho régimen no podrá continuar más allá del 31 de julio de 2010. No obstante, se establece una 

excepción para aquellos sujetos al régimen de transición que, al momento de la entrada en vigor 

del Acto Legislativo, cuenten con 750 semanas de cotizaciones o su equivalente en tiempo de 

servicio. En este caso excepcional, el régimen de transición se mantendrá vigente hasta el año 2014 

para dichos individuos. 

 

En ese contexto, se expide la Ley 100, 1993, que su artículo 33, define los criterios necesarios para 

acceder a una pensión; tener 1000 semanas de cotización antes del 31 de diciembre de 2004. Esto 

involucra las semanas aportadas en cualquiera de los dos regímenes (prima media y ahorro 
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individual), así como otros períodos laborales, como servicio en roles públicos remunerados y en 

regímenes excepcionales.  

 

También se considera el tiempo trabajado con empleadores que asuman el pago de la pensión, 

siempre que la relación laboral esté activa o inicie después de la entrada en vigor de la Ley 100, 

1993. Además, se contabiliza el tiempo laborado con empleadores que no hayan afiliado al 

trabajador por omisión y las semanas cotizadas a cajas previsionales privadas que antes de la Ley 

100, 1993 eran responsables de reconocer y pagar pensiones. 

 

 Estos aspectos son computables si se traslada el respectivo bono o título pensional, excepto en el 

caso de las semanas cotizadas al Sistema General de Pensiones (SGP). Asimismo, cumplir 60 años 

si se es hombre o 55 años si se es mujer, ambos antes del 31 de diciembre de 2004. Esta acotación 

respecto al termino de aplicación permite mencionar la Ley 797, 2003, la cual en su artículo nueve, 

reforma dicho artículo 33 de la Ley 100, 1993. 

 

Dicha reforma se trató de establecer nuevos requisitos para acceder a la pensión, los cuales 

consisten en 1050 semanas de cotización desde el año 2005, aumentando gradualmente en 25 

semanas cada año hasta llegar a un total de 1300 semanas en el año 2015. En cuanto al cálculo de 

las semanas, se aplicarán las mismas consideraciones previstas en la modalidad anterior. También 

la edad de jubilación, 60 años para hombres, desde el año 2014, esta edad se incrementa a 62 años. 

Y 55 años para mujeres, y a partir del año 2014, se aumenta a 57 años: 

 

la Ley 100 de 1993 estableció un sistema dual, en el cual coexiste el régimen tradicional 

del seguro social, denominado en la ley “régimen solidario de prima media con prestación 
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definida”, con el nuevo régimen de capitalización, llamado en la ley “régimen de ahorro 

individual con solidaridad” (Leal & Rincón, 2007, p. 66). 

 

La citada ley establece un sistema general de pensiones, conformado por el régimen de prima 

media, el cual está a cargo de Colpensiones, y un régimen de ahorro individual con solidaridad, 

también llamado rais, en el que se encuentra fondos privados como Skandia, Porvenir, Colfondos 

y Protección. Además de los dos regímenes mencionados, existen sistemas pensionales especiales 

que se aplican a ciertos grupos de trabajadores que tienen características laborales específicas o 

condiciones de riesgo. Por ejemplo, el de las fuerzas armadas y de la policía, los docentes, el 

régimen de riesgos profesionales, entre otros.  

 

Cabe mencionar el articulo 13 ibidem que establece que los afiliados al Sistema General de 

Pensiones tienen la capacidad de elegir su régimen de pensiones, pero con restricciones en la 

frecuencia de cambio y en el período de tiempo en el que se permite cambiar de régimen, 

especialmente si están cerca de cumplir los requisitos para obtener una pensión de vejez. Estos son, 

los afiliados solo pueden cambiar de régimen una vez cada cinco años a partir de la elección inicial. 

Asimismo, no pueden cambiar de régimen si les faltan diez años o menos para cumplir la edad 

requerida para tener derecho a la pensión de vejez, por lo que sí es hombre el límite es 52 años y 

para la mujer 47 años. 

 

En cuanto al régimen de prima media, es pertinente traer a colación el artículo 273 de la Ley 100, 

1993, el cual dispone que el Gobierno Nacional tiene la facultad de incluir en el Sistema General 

de Pensiones a los servidores públicos, incluyendo incluso a los congresistas. En otras palabras, el 

Gobierno puede ajustar la normativa para que los servidores públicos, incluyendo congresistas, 
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formen parte de los sistemas de pensiones siguiendo las directrices y propósitos de la Ley, y 

manteniendo la consideración por los derechos que ya han adquirido en este contexto. En ese orden 

de ideas es preciso citar in extenso; 

 

Incorporase al Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 a los siguientes 

servidores públicos:  

a). Los servidores públicos de la Rama Ejecutiva del orden nacional, departamental, 

municipal o distrital, así como de sus entidades descentralizadas;  

b). Los servidores públicos del congreso de la República, de la Rama Judicial, el Ministerio 

Público, la Fiscalía General de la Nación, la organización electoral y la Contraloría General 

de la República.  

PARÁGRAFO. La incorporación de los servidores públicos de que trata el presente Decreto 

se efectuará sin perjuicio de los establecido en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, y sin 

perjuicio de lo dispuesto en el artículo 28 del Decreto 104 de 1994, Decreto 314 de 1994 y 

Decreto 1359 de 1993 y las normas que los modifiquen y adicionen” (Decreto 691, 1994) 

 

De la misma manera, la Ley 100 estableció regulaciones para las organizaciones encargadas de 

administrar los dos regímenes de pensiones. En el caso del régimen de prima media, se determinó 

que la responsabilidad recaería en el Instituto de Seguros Sociales, además de las cajas de previsión 

que no habían sido liquidadas y que tenían afiliados antes de la promulgación de la ley. 

 

 Por otro lado, para el régimen de ahorro individual, se designó la gestión a las sociedades 

administradoras de fondos de pensiones. Todas estas entidades están sujetas a supervisión y control 

por parte de la Superintendencia Financiera. En resumen, la Ley 100 estableció cómo serían 
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administrados los diferentes regímenes de pensiones, en función de si eran de prima media o ahorro 

individual, y cómo se llevaría a cabo su regulación y supervisión a través de la Superintendencia 

Financiera. 

 

En cuanto a los regímenes especiales, como es el caso de los docentes, se observa el Decreto 277, 

1979 y el Decreto 1278, 2003, en el primer régimen normativo, la pensión se adquiere con 55 años, 

y 20 de servicio, en la segunda norma se pensiona con 57 años, y 25 de servicio, pero la tasa de 

reemplazo es 4 puntos más, es decir del 79% del promedio salarial. En ese orden de ideas, el artículo 

279 de la Ley 100 establece cuales son los regímenes exceptuados. 

 

Estos son los aplicables a las personas que pertenecen a las fuerzas armadas y la policía nacional, 

aquellos que están afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del magisterio, regulado por la Ley 

91, 1989, asimismo el personal que está bajo las regulaciones del Decreto Ley 1214, 1990, 

excluyendo a aquellos que se unieron después de que entrara en vigor la Ley 100, y también 

aquellos individuos que forman parte de las corporaciones públicas en una capacidad no 

remunerada. 

 

De igual forma es preciso tener en cuenta el artículo 81 de la Ley 812, 2013, el cual establece que 

el régimen prestacional para los maestros de ámbito nacional, aquellos que hayan obtenido la 

nacionalidad y los que trabajen en el ámbito territorial, y que estén empleados en el sector educativo 

público oficial, seguirá las reglas y regulaciones que estaban en efecto para el Magisterio antes de 

que esta ley entrara en vigor. 

 



34 

 

Asimismo, dispone que a partir del momento en que la norma entre en vigor, los profesores que 

comiencen su empleo serán inscritos en el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Gozarán de los beneficios de jubilación conforme al régimen de pensión de prima media 

establecido en las Leyes 100, 1993 y 797, 2003, cumpliendo los requisitos que éstas demandan, a 

excepción de la edad para jubilación por vejez, la cual será de 57 años tanto para hombres como 

para mujeres.  

 

De igual manera, excepciona a los a los funcionarios públicos de la Empresa Colombiana de 

Petróleos (Ecopetrol) ni a sus beneficiarios de pensión. Aquellos que, después de que esta ley entre 

en efecto, comiencen a trabajar en la empresa debido a la expiración de contratos de concesión o 

asociación, podrán acceder al sistema de Seguridad Social de Ecopetrol. En cuanto a la fuerza 

pública, este régimen pensional está consagrado mediante el Decreto 4433, 2004, siendo los 

Decretos 1211, 1212, 1213, y 1214 de 1990, sus orígenes normativos más próximos: 

 

Los cuales fueron proferidos por el Presidente de la República, en uso de las facultades 

extraordinarias conferidas por la Ley 66 de 1989, siendo la finalidad de dichas regulaciones 

la protección de los derechos adquiridos que regulan el régimen prestacional de los 

miembros de las fuerzas militares y la policía nacional (Laserna, 2010, p. 11) 

 

Asimismo, es pertinente mencionar la Ley 82, 1947 la cual estableció el marco normativo para los 

beneficios sociales destinados al personal de las Fuerzas Militares. También Ley 126, 1959, que 

llevó a cabo una reestructuración en la trayectoria profesional de los oficiales en las Fuerzas 

Militares. Y el Decreto 2339, 1971 el cual emitió la regulación que regulo la situación de los 

empleados civiles en el Ministerio de Defensa y la Policía Nacional. 
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Por otro lado, el Decreto 501, 1955, que en su artículo 112 consagro la asignación mensual de retiro 

para los oficiales y suboficiales de la fuerza pública, en ese mismo sentido el Decreto 3071, 1968 

confirma el carácter prestacional de esta, asimismo “el Decreto 1713 de 1960, la Ley 1 de 1963, y 

el Decreto Ley 89 de 1984 que determinan los topes máximos en la asignación con carácter de 

pensión o sueldo de retiro” (Laserna, 2010, p. 10) 

 

Por último, cabe mencionar el Acto Legislativo 01, 2005 el cual establece que, a partir de su entrada 

en vigor, ya no existirán regímenes especiales ni excepcionales, a excepción de los aplicables a la 

fuerza pública y al Presidente de la República. Esto se hace en el respeto de los derechos adquiridos. 

Sin embargo, es importante señalar que todos los regímenes que actualmente están exceptuados y 

son especiales llegarán a su fin el 31 de julio de 2010. 

 

Por otro lado, también cabe mencionar el Decreto 1045, 1978, el cual establece las pautas generales 

para la implementación de las normas relacionadas con las prestaciones sociales de los empleados 

públicos y trabajadores oficiales del sector nacional en Colombia. En otras palabras, este decreto 

define las reglas y directrices generales que deben seguirse al aplicar las normas sobre beneficios 

y prestaciones sociales para aquellos empleados que trabajan en entidades gubernamentales a nivel 

nacional. Asimismo, se observa los diferentes factores salariales consagrados para cada prestación 

respectiva, en cuanto a la pensional el artículo 45 establece: 

 

Para efectos del reconocimiento y pago del auxilio de cesantía y de las pensiones a que 

tuvieren derecho los empleados públicos y trabajadores oficiales, en la liquidación se tendrá 

en cuenta los siguientes factores de salario: a) La asignación básica mensual; b) Los gastos 

de representación y la prima técnica; c) Los dominicales y feriados; d) Las horas extras; e) 
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Los auxilios de alimentación y transporte; f) La prima de navidad; g) La bonificación por 

servicios prestados; h) La prima de servicios; i) Los viáticos que reciban los funcionarios y 

trabajadores en comisión cuando se hayan percibido por un término no inferior a ciento 

ochenta días en el último año de servicio; j) Los incrementos salariales por antigüedad 

adquiridos por disposiciones legales anteriores al Decreto-Ley 710 de 1978; k) La prima de 

vacaciones; l) El valor del trabajo suplementario y del realizado en jornada nocturna o en 

días de descanso obligatorio; ll) Las primas y bonificaciones que hubieran sido debidamente 

otorgadas con anterioridad a la declaratoria de inexequibilidad del artículo 38 del Decreto 

3130 de 1968 (Decreto 1045, 1978). 

 

De igual forma, cabe resaltar respecto a la Ley 33, 1985, en su artículo primero consagro el derecho 

pensional de la pensión mensual vitalicia de jubilación para aquellos empleados públicos con 

mínimamente 55 años en edad, y 20 años de servicio sin importar si son continuos o no, de ese 

modo dicho beneficio se calcula por el 75% del salario promedio que se utilizó para realizar los 

aportes durante el último año en que trabajo. 

 

En cuanto a la manera de determinar el tiempo laborado que otorga el derecho a la pensión de 

jubilación o vejez, solo se considerarán como jornadas completas de trabajo aquellas que abarquen 

4 horas o más al día. En casos en los cuales las horas de trabajo designadas para el empleo o tarea 

no alcancen este límite, se realizará el cómputo sumando las horas reales trabajadas y dividiéndolas 

por cuatro, el resultado obtenido se considerará como los días laborados y se sumarán a estos los 

días de descanso remunerado y de vacaciones, de acuerdo con lo establecido por la ley. 
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Asimismo, para aquellos servidores públicos que hayan completado quince años de servicio hasta 

la fecha de la precitada norma, se les debía aplicar las disposiciones que estaban en vigencia antes 

de la ley en cuestión, del mismo modo para los trabajadores que hayan adquirido el derecho 

pensional en el tiempo en que entró en vigor, se puede observar un atisbo de régimen de transición 

de cierta manera.  

 

En el mismo sentido aquellas personas que constasen con veinte años de servicio y que estaban 

retiradas, tenían derecho a recibir una pensión de jubilación cuando alcanzaren en la edad los 

cincuenta años, en el caso de mujeres, o 55 años, en el caso de hombres. En otras palabras, el 

derecho pensional de estos servidores públicos estaría sometido al que se encontraba vigente 

cuando realizaron su retiro. 

 

También es pertinente traer a colación el articulo 3 ibidem, modificado por el artículo primero de 

la Ley 62, 1985, el cual establece las reglas para los aportes a las cajas de previsión por parte de 

los empleados oficiales, especificando la composición de la base de liquidación de estos aportes. 

Además, asegura que las pensiones se calcularán sobre la misma base utilizada para los aportes. 

En ese sentido, la disposición menciona que, para calcular los aportes proporcionales a la 

remuneración de los empleados oficiales del orden nacional, la base de liquidación incluirá varios 

factores, tales como asignación básica, gastos de representación, prima técnica, dominicales y 

feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados, y trabajo suplementario o realizado en 

jornada nocturna o en días de descanso obligatorio. 

 

También es pertinente mencionar el Decreto 1158, 1994, el cual modifica el artículo 6 del Decreto 

691 de 1994, el cual incluye a los servidores públicos dentro del sistema de pensiones creado 
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mediante la Ley 100, 1993, en ese sentido la mencionada modificación es respecto a la base de 

cotización para liquidar a estos trabajadores, de ese modo expresa que los factores salariales que 

se consideran para el efecto son la asignación básica del mes, gastos de representación, la prima 

técnica, de antigüedad, ascensional de capacitación, la remuneración por aquellos trabajos 

suplementarios, horas extras, o de jornada nocturna, y las bonificaciones en virtud de los servicios 

del trabajador.  

 

1.4.Sentencias de Unificación 

 

En la Sentencia SU-273, 2022, la Corte Constitucional aborda una acción de tutela instaurada 

contra una providencia judicial que rechaza la aplicación del régimen establecido en el Acuerdo 

049, 1990, de esa manera vulnerando el principio de favorabilidad que gozan los trabajadores en 

materia pensional, además reitera la Sentencia SU-769, 2014, en la que la alta corte había 

pronunciado que en efecto se debe reconocer la pensión de vejez sin importar si el tiempo cotizado 

lo realizo en el instituto de seguros sociales o en la demás cajas administradores de pensiones. 

 

La negativa de Colpensiones respecto a la pensión se justifica en que “para la aplicación del 

Decreto 758, 1990, se toman las semanas cotizadas exclusivamente al ISS hoy COLPENSIONES, 

razón por la cual no es procedente el reconocimiento de la pensión de vejez en virtud del Decreto 

758 de 1990” (Sentencia SU-273, 2022) cabe mencionar que la entidad presento un escrito en el 

que estima las implicaciones económicas que conllevaría el reconocer cotizaciones que no fueron 

tenidas en cuenta por haber sido ajenas a las ISS.  
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Se trata de un grupo de 3.629 personas que reúnen las siguientes condiciones: (i) están 

cobijados por el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993; (ii) fueron 

pensionados por COLPENSIONES a partir de cualquiera de los tres regímenes enunciados 

en el párrafo anterior; (iii) se afiliaron al ISS con posterioridad a la entrada en vigencia de 

la Ley 100 de 1993, es decir, el 1º de abril de 1994; (iv) cuentan con semanas privadas 

adicionales que no fueron tenidas en cuenta para el reconocimiento pensional, circunstancia 

que podría implicar una tasa de reemplazo de hasta el 90% (Sentencia SU-273, 2022). 

 

En ese sentido se observa que problema jurídico es si es justificado que COLPENSIONES niegue 

el reconocimiento de estas semanas de cotización adicionales que no fueron vinculadas 

directamente con el ISS, y si esta negativa contradice el principio de favorabilidad que busca 

proteger los derechos de los trabajadores en materia pensional. En ese orden de ideas la Corte 

Constitucional expresa que dicho principio ya ha sido aplicado para determinar qué régimen 

pensional aplicar, para ello alude a la Sentencia T -090, 2009, la cual: 

 

Estableció que, al aplicar la interpretación más favorable para el accionante, este cumplía 

con los requisitos descritos en el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, “(…) ya que (i) 

cuenta con 62 años de edad y (ii) según la resolución 000133 del 19 de febrero de 2008, 

emanada del ISS, ‘sumando el tiempo laborado a entidades del Estado y el cotizado al ISS, 

el recurrente acredita un total de 7050 días que equivalen a 1007 semanas’” (Sentencia SU- 

273, 2022). 

 

La Corte Constitucional expresa que dicha interpretación se debe a que la ley 100, 1993 tuvo como 

fin establecer un sistema en el que fuera posible acumular semanas de cotización por diferentes 
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empleadores, esto en virtud que la norma tiene en cuenta la realidad laboral en el sentido que de 

ese modo habría más garantías efectivas para poder cumplir con los requisitos mínimos para 

obtener la pensión de vejez. 

 

Además, se sustenta en las restricciones aparentemente injustas en relación con la acumulación de 

semanas cotizadas, ya que Incluso si las personas continuaban trabajando en el mercado laboral, la 

normativa no permitía la acumulación de cotizaciones en casos de cambio de empleador, lo que 

impedía la posibilidad de obtener la pensión de vejez a pesar de mantener la actividad laboral.  

Asimismo, es concordante con la naturaleza de la institución de la pensión, la cual pretende que la 

base para el descanso remunerado sea el trabajo. 

 

En ese contexto, la Corte Constitucional reitera que existe un consenso unificado, constante, 

uniforme que rechaza la necesidad de estar afiliado o haber realizado aportes al ISS antes de la 

entrada en vigor de la Ley 100, 1993 (1 de abril de 1994) como requisito para aplicar los criterios 

establecidos en el Acuerdo 049, 1990 de manera retroactiva. Esto se aplica a aquellos solicitantes 

beneficiarios del régimen de transición establecido en la Ley 100, 1993.  

 

Las razones detrás de esta postura según la alta corte son las siguientes, primero, que no hay ningún 

precepto constitucional, legal o reglamentario que respalde tal requisito; en efecto lo que se trata 

es de una norma sin un fundamento adicional más allá del criterio adoptado por COLPENSIONES 

y algunos jueces que han pasado por alto el precedente vinculante explicado en los argumentos 

legales anteriores. Segundo porque va en contra de los principios de igualdad, inalienabilidad de 

los derechos laborales y del principio de favorabilidad, ya que implica una discreción que impide 

el reconocimiento de un derecho sin una justificación clara. 
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Asimismo, viola derechos fundamentales como la seguridad social, el mínimo vital y la vida 

misma, ya que obstaculiza el acceso a una pensión mensual para aquellos que son beneficiarios del 

régimen de transición y tienen el derecho a pensionarse al cumplir con los requisitos más favorables 

estipulados en dicho régimen antes de la promulgación de la Ley 100, 1993. En virtud de todo lo 

anterior, la Corte Constitucional falla a favor de la accionante. 

 

En la Sentencia de Unificación SU-136, 2022, la Corte Constitucional aborda el tema de las 

pensiones adquiridas por abuso de poder, y menciona cuales son los criterios que se deben tener en 

cuenta para poder reconocer cuando este surge de modo palmario, es decir, “cuando además de una 

vinculación precaria, se presente un incremento excesivo de la mesada pensional y con él una 

ventaja ilegítima, que comprometa los principios de igualdad y solidaridad en el caso concreto” 

(Sentencia SU-115, 2018) en ese sentido se deben considerar: 

 

 (i) el carácter evidente del abuso, (ii) la incidencia financiera del reconocimiento pensional 

en el Sistema General de Pensiones, (iii) el monto de la mesada de cara a la historia laboral 

del pensionado y (iv) la conducta de quien busca el beneficio pensional. Adicionalmente, 

se han establecido como criterios indicativos de la existencia de un abuso palmario del 

derecho (i) la obtención de una ventaja irrazonable con ocasión de una vinculación precaria 

y (ii) el reconocimiento de un incremento excesivo de la mesada pensional (Sentencia SU- 

136, 2022). 

 

En la mencionada sentencia, se menciona cual es el régimen normativo para cada situación en 

concreto, la alta corte remite a la Sentencia C-258, 2013 para ello, reiterando que cuando la pensión 
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ha sido reconocida de tal forma mediante acto administrativo, corresponde la aplicación del artículo 

19 de la Ley 797, 2003, y en el evento de haber sido obtenida por medio judiciales, procede el 

articulo 20 ibidem. “En esa misma providencia, la Corte también reconoció que, a pesar de que ese 

mecanismo fue diseñado “para otros propósitos”, ante la ausencia de regulación legislativa lo 

procedente es recurrir al “mecanismo legal existente”” (Sentencia SU-136, 2022). 

 

Asimismo, la Corte Constitucional reitera respecto al recurso extraordinario de revisión como 

mecanismos idóneo y eficaz para resolver casos donde se reconocen pensiones con abuso del 

derecho, para el efecto remite a las Sentencias de Unificación 068, 114 y 115 de 2018, en las que 

se descarta la procedencia de la acción de tutela, por razones como la ausencia de vinculación 

precaria y escaso aumento de la mesada pensional.  

 

Lo anterior se observa en la Sentencia SU-068, 2018, donde se estableció que el amparo no 

procedía debido a que el pensionado no tenía una vinculación laboral precaria y el aumento en la 

mesada pensional no superaba ni siquiera el valor de un salario mínimo legal mensual vigente 

(SMLMV). La Corte consideró que estas circunstancias no daban lugar a un abuso del derecho que 

justificara la intervención de la tutela. 

 

Asimismo, en la Sentencia SU-114, 2018, la Corte revisó varios casos en los que la Unidad de 

Gestión Pensional y Parafiscal (UGPP) presentó acciones de tutela contra decisiones judiciales que 

ordenaban reliquidar pensiones. En un caso específico, se consideró que había un abuso palmario 

del derecho debido a un incremento significativo en la pensión como resultado de una vinculación 

laboral precaria. Sin embargo, en los otros casos, la Corte encontró que no se demostró una 



43 

 

vinculación precaria ni un aumento sustancial en la mesada pensional, lo que resultó en la 

improcedencia de la tutela. 

 

En ese orden de ideas, se observa que prima facie las acciones de tutela no son procedentes contras 

sentencias que reconocen pensiones en el modo en cuestión, debido al recurso extraordinario de 

revisión, no obstante, menciona la Corte Constitucional en la sentencia SU-136, 2022, que procede 

cuando la entidad legitimada logra acreditar la ocurrencia de un abuso palmario del derecho, para 

ello se deben considerar los criterios mencionados en párrafos anteriores. 

 

Asimismo, es procedente mencionar la Sentencia de Unificación 07509, 2010 del Consejo de 

Estado, en la que la alta corporación establece como criterio de interpretación sobre qué factores 

salariales deben considerarse dentro de la liquidación pensional del servidor público llegando a la 

conclusión que:  

 

La Ley 33 de 1985 no indica en forma taxativa los factores salariales que conforman la base 

de liquidación pensional, sino que los mismos están simplemente enunciados y no impiden 

la inclusión de otros conceptos devengados por el trabajador durante el último año de 

prestación de servicios (Sentencia 07509, 2010). 

  

La precitada jurisprudencia encontraba concordancia con la Sentencia del 9 de julio de 2009 del 

Consejo de Estado. dicha sentencia abordó la interpretación que se debía dar al artículo 45 del 

Decreto 1045 de 1978, normativa anterior que detalla los elementos salariales a considerar para la 

liquidación de las cesantías y las pensiones, y la cual en la corporación en cuestión le otorga igual 

valor normativo que la Ley 33, 1985, para definir la manera en que debe liquidarse la pensión 
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respecto al IBL de los servidores públicos. No obstante, el Consejo de Estado en la Sentencia de 

Unificación 00143, 2018, cambia la mencionada postura jurisprudencial, por una restringida y no 

amplia como precitada: 

 

La regla establecida por el legislador en el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 

excluyó la aplicación ultractiva del ingreso base de liquidación que consagraba el régimen 

general de pensiones anterior a dicha ley. El reconocimiento de la pensión en las condiciones 

previstas a cabalidad por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 constituye un verdadero beneficio 

para este grupo poblacional, porque frente a los mismos requisitos que están consagrados para 

el Sistema General de Pensiones, indudablemente, le son más favorables (Sentencia 00143, 

2018). 

 

De esa manera el Consejo de Estado adopta una nueva postura al excluir el IBL de los servidores 

públicos respecto a los regímenes pensionales contemplados en la Ley 33, 1985, y resaltar que la 

Ley 100, 1993 reglamento todo lo concerniente al IBL de estos, y que beneficio de transición es 

solo sobre la edad, y años de servicios requeridos. De ese modo se observa que este cambio 

jurisprudencia denota la taxatividad como principio rector.  

 

1.5.Debate entre la Corte Constitucional y el Consejo de Estado 

 

El ordenamiento jurídico de Colombia es un entramado complejo, en ese sentido dos instituciones 

destacan por su influencia y relevancia en la interpretación y aplicación de las leyes, la Corte 

Constitucional y el Consejo de Estado. Las cuales, si bien comparten la misión de salvaguardar el 

orden jurídico y contribuir a la justicia, a menudo se ven inmersas en debates que resaltan la 
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naturaleza no neutral del derecho y la constante batalla por la interpretación y aplicación correcta 

de las normas. Este choque de perspectivas refleja la complejidad inherente a la tarea de equilibrar 

los principios constitucionales y la administración de justicia en una sociedad en constante 

evolución. 

 

Estos debates entre la Corte Constitucional y el Consejo de Estado se encuentran inmersos en el 

mundo intrincado y técnico del deber ser jurídico, donde la interpretación y aplicación de las leyes 

y principios constitucionales son el centro de atención. Sin embargo, en ocasiones, estos debates 

pueden parecer desvinculados de la realidad cotidiana de las personas que buscan resolver 

conflictos a través del sistema judicial. A menudo, en la vorágine de argumentos legales y 

perspectivas doctrinales, se pasa por alto un aspecto fundamental: el tiempo que las personas deben 

esperar en el sistema judicial para que sus asuntos sean resueltos. 

 

Lo cual conlleva una seria amenaza a la seguridad jurídica, que se acentúa aún más en situaciones 

que involucran cuestiones de seguridad social, como las pensiones, en ese contexto se observa la 

aplicación de la situación más beneficiosa respecto de las pensiones invalidez y supervivencia, ya 

que si bien es cierto generalmente estas rigen bajo la normatividad vigente que corresponda según 

su causación, la jurisprudencia ha establecido el principio de la condición más beneficiosa, por el 

cual es normas derogadas pueden ser aplicadas en casos concretos donde esto sea más conveniente 

para sujeto en comparación con la ley vigente. 

 

Este principio encuentra su aplicación en el hecho de que el legislador no ha incorporado en leyes 

previas un régimen de transición que ampare o resguarde las expectativas legítimas de aquellos 

individuos que han cumplido con los requisitos necesarios para obtener las pensiones de invalidez 
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y supervivencia. A diferencia de lo que ocurre con la pensión de vejez, donde se ha implementado 

dicho régimen, este aspecto no ha sido contemplado en el contexto de estas otras pensiones.  

 

La ausencia de un régimen de transición puede resultar en una discordancia entre las expectativas 

de quienes han cumplido con los requisitos establecidos en la normativa vigente y las condiciones 

actuales de obtención de las pensiones por invalidez y supervivencia. Esto puede llevar a 

situaciones en las que los individuos que han acumulado las semanas de cotización requeridas se 

encuentren en desventaja respecto a las condiciones que son aplicables a nuevas regulaciones más 

recientes. 

 

En este contexto, el principio de aplicación de la situación más beneficiosa adquiere relevancia al 

permitir una consideración justa y equitativa de las circunstancias de estos individuos. Por tal razón 

surge una discrepancia en la interpretación que le otorgan las altas cortes. Por un lado, la Corte 

Suprema establece un alcance limitado, restringiendo sus consecuencias solo a la norma 

previamente anulada de manera inmediata. En cambio, la Corte Constitucional adopta la 

disposición más favorable para cualquier norma revocada en la cual el miembro haya cumplido 

con los requisitos legales, sin importar si han ocurrido dos o más cambios en la legislación entre 

las distintas normas. 

 

En ese sentido la postura principal de la Corte Suprema de Justicia, de limitar de dicha manera el 

principio de condición beneficiosa, de tal forma que los jueces no pueden hacer un análisis histórico 

abarcativo de todas las regulaciones que rigen la prestación. Esto porque según su pronunciamiento 

en la Sentencia con numero de radicado 42623 de 2012 vulnera la seguridad jurídica.  
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Asimismo, en la Sentencia con numero de radicado 32642 de 2008 expresa en la perspectiva 

relativa en la que se ha concebido la regla tácita de la condición más beneficiosa, la Corte ha 

restringido su aplicación considerando la necesidad de mantener la estabilidad del sistema de 

seguridad social. Esto evita que se comprometa la solidez financiera del sistema al imponer 

obligaciones sin límites, que no se tuvieron en cuenta en los cálculos actuariales que son esenciales.  

 

Es por esta razón que la Sala de Casación Laboral ha determinado que el uso del principio de la 

condición más beneficiosa requiere un análisis comparativo de la situación de un afiliado al sistema 

de seguridad social, en relación con la norma que fue anulada y que se debe aplicar conforme a las 

reglas generales de vigencia de la ley en el tiempo. Esta es la justificación de la Corte Suprema de 

Justicia para restringir el alcance del principio de la condición más beneficiosa. 

 

Por otro lado, la Corte Constitucional ha afirmado que, en la aplicación del principio mencionado, 

no solo se aplica la normativa revocada justo antes de la vigente, sino que también puede abarcar 

incluso regulaciones más antiguas. En ese sentido la alta corte ha expresado: 

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha sostenido que no solo la norma pensional 

vigente (Ley 860 de 2003) o la inmediatamente anterior (Ley 100 de 1993), sino incluso la 

que antecedente a esta última (Decreto 758 de 1990), puede aplicarse a una solicitud de 

pensión de invalidez, en la medida en que la persona haya cumplido con la densidad de 

semanas de cotización previstas en este último antes de expirar su periodo de vigencia 

(sentencia SU-442, 2016). 
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De lo anterior se infiere que la Corte Constitucional ha adoptado una interpretación amplia y 

retrospectiva del principio de condición más beneficiosa en casos de pensiones por invalidez. No 

se limita solamente a la norma más reciente o a la anterior, sino que se extiende incluso a normas 

más antiguas si cumplen ciertos requisitos específicos. Esta interpretación tiene como objetivo 

asegurar que las personas que han cumplido con los requisitos en normas anteriores no sean 

privadas de beneficios debido a cambios legislativos 

 

Asimismo, la Corte Constitucional establece que la jurisprudencia no puede apartarse de ese 

sentido de interpretación, a menos que presente razones suficientemente poderosas, y explica que 

estas deben considerar para el efecto:  

 

(i) la nueva posición tiene mejor sustento en el orden legal y constitucional, (ii) los 

argumentos para apartarse priman sobre los principios de seguridad jurídica, confianza 

legítima e igualdad de trato que están a la base del respeto al precedente constitucional, y 

(iii) está en condiciones de desvirtuar la prohibición de retroceso injustificado en materia 

de derechos sociales fundamentales, establecida en los tratados internacionales de derechos 

humanos ratificados por Colombia (Sentencia SU-442, 2016). 

  

De lo anterior se puede inferir, la rigurosa naturaleza de los criterios necesarios para un cambio en 

la jurisprudencia ha resultado en la ausencia de modificaciones significativas hasta el momento. 

Estos criterios establecen que cualquier cambio debe estar respaldado por argumentos sustanciales 

que superen diversas barreras fundamentales. El hecho de que los tres criterios - un sustento más 

sólido en el orden legal y constitucional, la primacía de argumentos sobre principios arraigados 

como seguridad jurídica, confianza legítima e igualdad de trato, y la capacidad de desvirtuar una 



49 

 

prohibición de retroceso injustificado en materia de derechos sociales fundamentales - deben ser 

satisfechos simultáneamente, añade una capa adicional de complejidad a la posibilidad de 

modificar la jurisprudencia existente. 

 

En cuanto al Consejo de Estado, este órgano en la Sentencia SUJ-029- CE-S2, 2022, estudia el 

caso de un causante docente cuya pensión gracia es objeto de análisis en el entendido si la 

normatividad aplicable es la contemplada en la Ley 100, 1993 la que exige para el efecto 

convivencia de los beneficiarios de la sustitución pensional y pensión de sobrevivientes de 5 años, 

o la Ley 71, 1988 y el Decreto 1160, 1989, la cual, en el caso del cónyuge supérstite, solo se 

requiere el vínculo matrimonial y que, al momento del fallecimiento, hiciera vida en común con el 

causante. En cuanto al compañero permanente, se requeriría que hubiera hecho vida marital con el 

docente durante el año inmediatamente anterior al fallecimiento. 

 

En la mencionada situación, el Consejo de Estado concluye que para validar la sucesión de la 

pensión gracia a favor del cónyuge supérstite o del compañero permanente, es necesario utilizar 

las regulaciones del Sistema General de Pensiones relacionadas con los criterios de convivencia 

establecidos para la pensión de sobrevivientes, siempre y cuando dichas disposiciones estén en 

efecto en la fecha del deceso. En ese sentido, esta interpretación unificada del Consejo de Estado 

es más equivalente a la de la Corte Suprema de Justicia, al mencionar que es la norma vigente al 

momento del fallecimiento del causante, la que rige la pensión de sobreviviente: 
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Es interesante destacar en el punto materia de estudio que la sustitución pensional es una 

prestación para el grupo familiar, no para el docente en sí mismo considerado. Así pues, las 

normas que regulan la sustitución pensional difieren de las que regulan la pensión de vejez, 

porque es una prestación que cubre una contingencia diferente, la muerte, y no la vejez; el 

derecho se causa en razón del deceso del causante; y los beneficiarios deben cumplir los 

requisitos previstos de forma específica para adquirirla, en cuanto al tiempo de convivencia 

o dependencia económica (Sentencia SU -029- CE-S2, 2022). 

 

En este contexto, se puede inferir que una de las razones fundamentales para que las normas que 

regulan la pensión de sobrevivencia sean distintas y estén contempladas en la Ley 100 es la 

naturaleza diferenciada de estos derechos. Mientras que la pensión de vejez se refiere al beneficio 

otorgado al propio servidor público por llegar a la edad establecida, la pensión de sobrevivencia se 

orienta hacia la familia del causante tras su fallecimiento. Por lo tanto, al tratarse de derechos 

diferentes, se requieren normativas específicas que aborden las condiciones y requisitos 

particulares asociados con cada uno de ellos. 

 

Asimismo, se observa otro debate respeto a las cláusulas convencionales, la Corte Suprema de 

Justicia sostiene que prevalece una interpretación en la cual es requisito para que se genere un 

derecho a pensión establecido en un acuerdo colectivo, la presentación de pruebas que confirmen 

tanto el período de servicio durante la vigencia del contrato laboral como la edad estipulada en el 

acuerdo. Esta postura se apoya en el artículo 467 del Código Sustantivo del Trabajo, tal como se 

refleja en las Sentencias SL-609, 2017, SL-32009, 2008 y SL-34314, 2009. 
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En contraste, la Corte Constitucional sostiene que no es imperativo demostrar la edad dentro del 

contexto de empleo para acceder a una pensión según lo dispuesto en un convenio colectivo. Su 

argumento central se basa en la aplicación amplia del principio de favorabilidad, que privilegia una 

interpretación más beneficiosa para el trabajador. Esta perspectiva se refleja en las Sentencias SU-

113, 2018, SU-267, 2019 y SU-445, 2019. 

 

De ese modo, la Corte Constitucional ha establecido y reafirmado su posición sobre este asunto, 

una de las sentencias más recientes es la Sentencia SU-027, 2021, donde aborda una acción de 

tutela dirigida contra una decisión de la Sala de Descongestión Laboral. En esta sentencia, la Corte 

Constitucional deja en claro que la rama judicial laboral debe seguir su precedente y aplicar en 

situaciones similares la interpretación más beneficiosa para el empleado. Según esta interpretación, 

no es necesario demostrar la edad para la jubilación durante el periodo laboral para acceder a una 

pensión de vejez según los términos de un convenio. En ese sentido expresa: 

 

Ante las diversas interpretaciones que puede admitir una norma convencional, la Sala 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia tiene el deber de fijar el sentido y alcance de la 

misma, con el fin de que todos los asuntos que versen sobre esta materia sean resueltos por 

las autoridades judiciales aplicando una misma subregla que garantice la igualdad de trato 

jurídico, el principio de favorabilidad y la seguridad jurídica y, en general, la interpretación 

sistemática entre la ley y la Constitución” (Sentencia SU-027, 2021). 

 

Cabe mencionar, que asimismo como se observan debates en el ordenamiento jurídico, también 

hay puntos de convergencia entre altas cortes, esto se observa en la limitación que tanto la Corte 

Constitucional como el consejo de Estado le establecieron al nominador respecto a la declaratoria 
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del retiro del servicio por cumplir lo requerimientos para la pensión de vejez, establecida en el 

artículo 41 de la Ley 909, 2004. 

 

La Corte Constitucional lo estableció en la Sentencia C-501, 2005, entre otras providencias, 

expresa que debido a que se deben garantizar los derechos del pensionado y que pueda disfrutar de 

un descanso remunerado, la causal de retiro es ejecutables desde el momento en que el servidor 

público es incluido en la nómina de pensionados de la entidad, del mismo modo requiere en el caso 

en cuestión del consentimiento expreso del empleado público. 

 

Asimismo, el Consejo de Estado, que en el fallo 25000-23-25-000-2005 expresa que se impone al 

nominador la obligación de desvincular a un empleado público hasta que se le haya otorgado la 

pensión por vejez y su nombre haya sido agregado a la lista de pensionados. Como resultado, se 

restringe la autoridad del nominador para finalizar el contrato de un empleado público por esta 

razón. 

 

Conclusión preliminar  

 

Se concluye de manera preliminar que la evolución del sistema pensional de los servidores públicos 

en Colombia se debe en gran medida al desarrollo histórico y jurídico del Estado social de derecho, 

el cual desde el constitucionalismo ha influido en la normatividad del sistema de pensiones, por 

ello se observa como este refleja el resultado del concepto de la seguridad social como derecho 

fundamental, y en ese orden de ideas el sistema pensional corresponde a esos cambios, razón por 

la cual en la actualidad se presentan reformas y ajustes por medio principalmente de la 

jurisprudencia de las alta cortes a fin de hacerlo más garante.   
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CAPITULO 2: COMPARAR LOS SISTEMAS PENSIONALES DE LOS EMPLEADOS 

PÚBLICOS A NIVEL IBEROAMERICANO, RESPECTO DEL SISTEMA 

COLOMBIANO. 

 

2.1. Comparación de los sistemas pensionales de los empleados públicos a nivel 

iberoamericano  

 

PAÍS EDAD TIEMPO DE 

SERVICIO O 

SEMANAS 

COTIZADAS 

CUANTÍA O 

MONTO 

FACTORES 

DE 

LIQUIDACIÓN 

Argentina 

 

65 años para 

hombres, y 60 

años para 

mujeres. 

 

 

30 años de servicio 

con aportes 

computables en uno 

o más regímenes 

comprendidos en el 

sistema de 

reciprocidad. 

El monto del 

haber mensual es 

de 326 pesos, el 

cual es 

aproximadamente 

1 millón 600 mil 

pesos 

colombianos.  

Años de aporte, 

edad de 

jubilación, tope 

salarial. 

Bolivia 58 años para 

hombres y 

mujeres que 

estén afiliados 

10 años de aportes 

al sistema Integral 

de Pensiones 

Con 10 años de 

aportes, la 

Pensión Solidaria 

será del 70% del 

El Salario 

Cotizable se 

actualizará al 
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al Sistema 

Integral de 

Pensiones (SIP) 

 

A los cincuenta 

y cinco (55) 

años hombres y 

cincuenta (50) 

años mujeres, 

siempre y 

cuando haya 

realizado 

aportes al 

Sistema de 

Reparto que le 

generen el 

derecho a una 

Compensación 

de Cotizaciones 

y financie con 

ésta más el 

Saldo 

Acumulado en 

Salario Mínimo 

Nacional (SMN) 

actual, y con 15 

años de aportes, 

la pensión será 

equivalente al 

100% del SMN. 

El monto de la 

Pensión Solidaria 

aumenta con más 

años de aportes, 

siguiendo una 

escala 

ascendente. 

dólar 

estadounidense 

Salario Mínimo 

Nacional 

vigente a la fecha 

de cálculo.  
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su Cuenta 

Personal 

Previsional 

Brasil  

 

62 años para 

mujeres y 65 

para hombres 

15 años de 

cotización  

La pensión 

mínima se 

establece en un 

salario mínimo 

para aquellos que 

han ejercido 

ciertas 

actividades 

especiales. En el 

caso de otras 

categorías de 

trabajadores 

asegurados, la 

cuantía mínima 

equivale al 70% 

del salario 

beneficio, 

incrementándose 

en un 1% por 

cada período de 

El salario total 

antes de las 

deducciones, La 

gratificación 

anual conocida 

como "décimo 

tercer sueldo", 

cualquier otro 

adicional o 

beneficio que 

forme parte del 

salario, horas 

extras, y 

comisiones o 

bonificaciones 

basadas en el 

desempeño. 
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12 cotizaciones 

mensuales 

acreditadas, hasta 

alcanzar el tope 

del 100% del 

salario beneficio. 

Ecuador 

 

La edad mínima 

para la 

jubilación 

ordinaria es de 

60 años para 

hombres y 55 

años para 

mujeres. 

25 años de aportes 

al Instituto 

Ecuatoriano de 

Seguridad Social 

(IESS), el cual 

gestiona el sistema 

de pensiones en el 

país. 

El monto es se 

realiza en 

proporción al 

tiempo de 

aportación y con 

referencia al 

salario básico 

unificado mínimo 

del trabajador, el 

cual según el 

ministerio del 

trabajo en 2024 

será de USD 460, 

el cual es 

aproximadamente 

un millón 800 mil 

La base de 

cálculo para la 

pensión será el 

promedio de los 

cinco (5) años 

con los sueldos o 

salarios más altos 

sobre los cuales 

se realizaron 

aportes. Esto 

implica obtener 

el promedio 

mensual de los 

sueldos de los 

cinco (5) 

períodos anuales 

seleccionados. 
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pesos 

colombianos. 

España  

 

66 años y dos 

meses, en 2027 

será de 67 años.  

15 años de 

cotización. 

50% de la 

pensión, cuando 

se cumplen los 

requisitos 

mínimos. 

Asimismo, según 

datos del 

ministerio de 

empleo y 

seguridad social  

la pensión de 

jubilación, el 

promedio es de 

1.377,73 euros  

Tiempo cotizado, 

edad de 

jubilación, base 

de cotización; la 

cual es la  

la cantidad que el 

trabajador ha 

cotizado a la 

Seguridad Social 

durante los 300 

meses anteriores 

al mes previo al 

hecho causante.  

Guatemala 

 

60 años para 

hombres y 

mujeres 

20 años de 

cotización  

La jubilación por 

vejez se 

determina 

considerando el 

50% del 

promedio salarial 

del trabajador en 

50% de la 

remuneración 

base del 

asegurado. 

0.5% de la 

remuneración 

base por cada seis 
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los últimos cinco 

años 

(equivalentes a 60 

meses), y se suma 

un 0,5% por cada 

período adicional 

de seis meses de 

cotización que 

exceda la 

duración 

necesaria para 

calificar para la 

jubilación por 

vejez. No 

obstante, el 

monto máximo de 

la pensión está 

limitado al 80% 

de los ingresos 

del trabajador 

asegurado. 

meses de 

contribución que 

excedan los 

primeros 120 

meses. 

La pensión total, 

incluyendo 

asignaciones 

familiares, no 

debe superar el 

80% de la 

remuneración 

base del 

asegurado. 
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México 

 

60 años para 

hombres, y 55 

para mujeres. 

15 años de servicio El monto de la 

pensión se calcula 

considerando la 

base salarial y los 

años de servicio 

del funcionario 

público. La 

fórmula puede 

variar y suele 

incluir un 

porcentaje del 

promedio de los 

últimos salarios 

percibidos. Según 

datos de infobae 

(2023) se debe 

asegurar de 

manera mínima 6 

mil 223 pesos  

Los factores de 

liquidación 

incluyen el 

tiempo de 

servicio y la base 

salarial. Algunos 

regímenes 

pueden tener 

bonificaciones o 

penalizaciones 

según el tiempo 

de servicio y la 

edad al momento 

de la jubilación. 

Cabe mencionar 

que en México 

hay dos 

regímenes 

conocidos como 

el 73 y 97. 

Panamá 

 

62 años para 

hombres y 57 

10 años de 

contribuciones al 

(60%) del salario 

base mensual. 

tiempo de 

servicio, la edad 

al momento de la 
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años para 

mujeres. 

sistema de 

seguridad social. 

jubilación y la 

base salarial. 

Paraguay 

 

60 años para 

hombres y 

mujeres. 

25 años de aportes el 75% del 

promedio de los 

salarios sobre los 

cuales el 

asegurado realizó 

contribuciones en 

los últimos cuatro 

meses. 

tiempo de 

servicio, la edad 

al momento de la 

jubilación y la 

base salarial. 

Perú 

 

65 años para 

hombres y 

mujeres. 

20 años de aportes. 80% del ingreso 

que se establezca 

como referencia. 

El monto limite 

es de S/ 893.00, 

que son 

aproximadamente 

865 mil pesos 

colombianos.  

 

Fondo 

acumulatorio de 

la cuenta del 

beneficiario, 

rentabilidad que 

se haya generado 

por el 

mencionado 

fondo, bonos de 

reconocimientos, 

número de 

beneficiarios, 

asimismo  
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Venezuela 

 

60 años para 

hombres y 55 

para mujeres. 

25 años de servicio, 

o 35 años de 

servicio 

independientemente 

de la edad. 

El resultado del 

sueldo base del 

funcionario, el 

porcentaje de 

multiplicar años 

de servicio por el 

coeficiente de 2, 

5. Asimismo 

tiene un límite del 

80 % del sueldo 

base. 

Tiempo de 

servicio, la edad 

al momento de la 

jubilación y la 

base salarial. 

 

 

2.2.  Los sistemas pensionales de los empleados públicos a nivel Iberoamericano, respecto del 

sistema colombiano. 

 

En el contexto iberoamericano, los sistemas pensionales de los empleados públicos representan un 

componente esencial de las políticas sociales y económicas de cada nación. La gestión de los 

recursos destinados a garantizar la seguridad financiera de los trabajadores al final de su vida 

laboral es un tema crítico que refleja las particularidades y desafíos de cada país. En este sentido, 

resulta fundamental explorar las similitudes y divergencias entre el sistema colombiano y los 

sistemas pensionales de otros países iberoamericanos.  
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Colombia, con su enfoque mixto de reparto y capitalización individual, enfrenta retos específicos 

en la búsqueda de un equilibrio entre la sostenibilidad financiera y la provisión adecuada de 

beneficios para sus empleados públicos. Al comparar estos sistemas a nivel regional, se puede 

obtener una visión más completa de las estrategias adoptadas para abordar las complejidades 

demográficas, económicas y sociales que influyen en la jubilación de los trabajadores del sector 

público en Iberoamérica.  

 

En ese orden de ideas, cabe realizar una aproximación a los diferentes modelos pensionales que 

existen, a fin de contextualizar la correspondiente comparación de sistemas iberoamericanos en 

relación con el sistema de pensiones de Colombia. El primer modelo es conocido como sistema de 

reparto, asimismo prima media, cabe decir que normalmente es utilizado como pilar fundamental 

de los sistemas de pensiones para los empleados públicos y, en algunos casos, también para 

aquellos del sector privado.  

 

Este enfoque implica un modelo financiado completamente con recursos públicos, donde las 

prestaciones están predefinidas y la mesada de jubilación se determina mediante una tasa de 

reemplazo acorde a los salarios percibidos durante la vida laboral del trabajador. De igual manera 

una de las características sobresalientes de este modelo es la solidaridad generacional que impulsa, 

ya que las contribuciones de los trabajadores activos financian las pensiones de quienes ya se 

encuentran jubilados. Esta interconexión generacional fortalece la cohesión social y garantiza una 

red de seguridad para los ciudadanos en su etapa de retiro. 

 

La administración pública de este sistema es otra característica distintiva, la cual recae en entidades 

gubernamentales que supervisan la recaudación de contribuciones, la gestión de fondos y la 
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distribución equitativa de las pensiones. Esto implica una estrecha vinculación entre la política 

pública y la seguridad financiera de los jubilados, generando una mayor transparencia en el 

proceso. 

 

Asimismo, los requisitos de tiempo y edad para acceder a la pensión de vejez son factores críticos 

en este modelo, de ese modo los trabajadores deben cumplir con ciertos años de servicio y alcanzar 

una edad específica antes de ser elegibles para recibir la pensión. Este enfoque busca equilibrar la 

sostenibilidad del sistema con la necesidad de proporcionar ingresos adecuados a los jubilados. 

 

Alberto Arenas de Mesa (2019) “determina que los sistemas de reparto nacieron de forma temprana 

en la primera década del siglo XX, como una visión bismarckiana, y han sido implementados en 

países como Bolivia, Argentina, Brasil, Cuba y Venezuela, entre otros” (Torres, 2023). 

 

De igual manera, hay un segundo modelo, el cual es nombrado sistema de capitalización, o de 

ahorro individual, se caracteriza por requerir que los trabajadores acumulen un capital suficiente 

para financiar su pensión. A diferencia del sistema de reparto, este enfoque no impone requisitos 

estrictos de edad para acceder a la jubilación; en su lugar, se centra en la acumulación de un capital 

adecuado.  

 

Este sistema de capitalización individual suele ser administrado por entidades del sector privado o 

financiero. La pensión resultante dependerá directamente de la capacidad de ahorro individual y de 

las rentabilidades generadas por las inversiones realizadas a lo largo de la vida laboral del 

individuo. Este sistema ha sido “implementado en países como Chile, El Salvador y República 

Dominicana” (Torres, 2023). 
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También existe un tercero, denominado mixto, se caracteriza por su naturaleza híbrida, ya que 

incorpora elementos tanto del sistema de reparto como del sistema de capitalización. En este 

esquema, una parte del sistema es de carácter público y la otra privada, compitiendo entre sí. La 

elección entre ambos regímenes implica cumplir con los requisitos específicos de cada uno, ya sea 

de reparto o de capitalización.  

 

La competencia entre estos regímenes hace que los individuos a seleccionar un régimen, y, en 

consecuencia, los requisitos y valores de la pensión de vejez pueden variar significativamente. Este 

modelo mixto en paralelo es el implementado actualmente en Colombia, y asimismo en países 

como Perú, cabe mencionar que este sistema tiene la posibilidad de adoptar una variante 

denominada armónica, integrada o complementaria, en la que coexisten los sistemas de reparto y 

de capitalización.  

 

A diferencia del modelo en competencia, en este caso, ambos sistemas no compiten por afiliados, 

sino que operan de manera complementaria. Este enfoque, también conocido como sistema de 

pilares, permite aprovechar las ventajas de ambos modelos sin la necesidad de elegir 

exclusivamente entre uno u otro, este modelo ha sido implementado por países iberoamericanos 

como Costa Rica, Panamá y Uruguay, asimismo es relevante traer a colación que desde el año 2019 

se ha tenido en consideración este sistema de pilares, siendo el gobierno de Petro quien lo ha 

impulsado desde la propuesta de reforma al sistema pensional colombiano. En concordancia cabe 

citar respecto a este modelo: 
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En palabras de los profesores Perdomo Gómez y Jiménez Aguirre, el modelo de pilares, 

recomienda la flexibilidad en la relación entre sus componentes esenciales como los sujetos 

(población a la que se dirige), el objeto (riesgos que cubre), las fuentes de financiación y la 

forma de gestión o de administración que puede ser pública, privada o mixta, con el fin de 

que el sistema pueda ajustarse de mejor manera a los cambios demográficos, económicos y 

de sistema de relaciones  laborales de cada nación (Torres, 2023). 

 

En ese sentido, Colombia se ubica dentro de un sistema mixto en competencia, el cual ha sido 

objeto de múltiples críticas en virtud que solo 1 de cada 4 personas logran acceder a una pensión, 

motivo por el cual “hace que el sistema sea inviable para la sociedad y un verdadero negocio para 

los fondos privados (AFP)” (Torres, 2023) esto se puede observar en el hecho que Rais, el sistema 

privado tiene mayor afiliados que Colpensiones, no obstante, es por medio del sistema de reparto 

de Colpensiones que más colombianos se han pensionado. 

 

Por ende, la reforma pensional presentada por el Gobierno, que llegó al Congreso de la República, 

se fundamenta en la implementación de un sistema compuesto por cuatro pilares. Cada uno de estos 

pilares tiene roles específicos y busca abordar diversos aspectos de manera integral para fortalecer 

el sistema de pensiones en Colombia, en síntesis, convertirlo en el modelo mencionado. 

 

Panamá contaba con un sistema de reparto administrado por la caja seguro social, actualmente 

denominado subsistema exclusivamente de beneficio definido, hasta que en 1997 dicho modelo se 

volvió mixto con la implementación de un sistema de ahorro y capitalización de pensiones para los 

servidores públicos (SIACAP) de obligación para estos trabajadores, el cual es administrado por el 
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sector privado, es decir empresas que participan en procesos de licitación pública para dicho fin. 

En este subsistema los afiliados tienen una cuenta individual de ahorro. 

 

Asimismo, cabe mencionar, que, en el 2005, Panamá realizo una reforma pensional mediante la 

Ley 51, en la que se crearon las cuentas individuales en la caja del seguro social, en el cual cobija 

los programas de invalidez, muerte y vejez. Según la normatividad, quienes podían vinculares a 

este nuevo sistema era los menores de 35 años a corte del 2006. Entre los beneficios de este modelo, 

básicamente se puede decir que es la solución de los problemas que han venido enfrentando los 

sistemas de reparto del mundo, la prolongaba expectativa de vida de los pensionados, y la baja 

natalidad. 

 

En ese sentido, se observa que al igual que Colombia, Panamá tiene un sistema pensional, en que 

coexisten dos modelos pensionales, el subsistema exclusivamente de beneficio definido es 

comparable al régimen de reparto o prima media el cual hace parte del sistema general de pensiones 

creado por medio de la Ley 100, 1993. El cual está integrado al régimen de ahorro individual con 

solidaridad (RAIS) el cual sería equivalente al subsistema mixto panameño creado por medio de la 

Ley 51, 2005. 

 

En cuanto al subsistema exclusivamente de beneficio definido, cabe mencionar que “su reserva 

total se agotará en 2024, según alertó en un informe la Organización Internacional del Trabajo 

(OIT)” (swissinfo.ch, 2022) este régimen atraviesa una fuerte crisis motivo por el cual desde 2021 

ha sido objeto del debate público, de la misma forma en que Colombia desde el 2019, respecto a 

una reforma pensional. 
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Cabe mencionar que, en Panamá en el sistema de reparto, tanto los empleados como sus empresas 

contribuyen a la Caja de Seguro Social (CSS) mediante un porcentaje fijo, que en dicho caso es del 

15% del salario base mensual. Estas contribuciones se destinan a un fondo común, cuyo propósito 

es sufragar las pensiones de los jubilados en el presente. Es importante señalar que estas 

aportaciones no se acumulan en cuentas individuales, sino que se utilizan directamente para 

financiar las pensiones de quienes se encuentran actualmente retirados. 

 

La viabilidad de este sistema depende, en parte, de la existencia de reservas financieras suficientes. 

Estas reservas actúan como un respaldo para garantizar que haya recursos disponibles para hacer 

frente a las obligaciones de pensiones futuras. Además, la sostenibilidad del sistema se enfrenta a 

desafíos potenciales, como el envejecimiento de la población y la necesidad de mantener un 

equilibrio entre las contribuciones y los pagos de pensiones. 

 

En ese sentido, si la sostenibilidad financiera en esencia depende en gran medida de los aportes de 

los nuevo afiliados activos, de la fuerza laboral que cotiza en el presente para los que en el pasado 

ya trabajaron y para el futuro cuando estos tenga derecho a jubilarse, y este factor es afectado 

porque cada vez son menos, hay que tener en cuenta que en un sistema en que coexista un régimen 

individual de capitalización, como sucede en ambos Estados, por consecuencia serán menos los 

trabajadores activos que contribuyan al sostenimiento de los pensionados. 

 

De ese modo, la competencia entre estos dos regímenes o subsistemas resulta en un perjuicio 

principalmente para el sistema de reparto, sin embargo, a diferencia de Colombia, en Panamá el 

subsistema mixto (el cual sería comparable a RAIS para Colombia) no se trata de un sistema 

completamente de cuentas individuales, es decir que un porcentaje se destina a al fondo común del 
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sistema de reparto, solamente el 50% de la totalidad de los aportes se dirigen a la cuenta individual 

del afiliado: 

 

En los dos regímenes de pensiones, la tasa de cotización es la misma. Es del 16% del IBC, 

pagado en un 75% por el empleador y 25% por los trabajadores. Si el trabajador gana más 

de 4 SMLMV se aumenta en un 1% más esta cotización. En el caso de las personas que 

reciban más de 16 SMLMV existe una cotización adicional, que va aumentando 0,2% por 

SMLMV, hasta llegar al 1%, de tal manera que el total de la cotización puede llegar al 18% 

en el caso de los más altos IBC, que, recordemos, no pueden ser superiores a 25 SMLMV. 

Estos recursos adicionales, en el caso de los afiliados al RAIS, tienen como destinación el 

Fondo de Solidaridad Pensional (Zúñiga, 2020, p. 14). 

 

Tal como se observa en Colombia es diferente, en Panamá la cotización se realiza sobre el 15% del 

salario base mensual, asimismo solamente los recursos adicionales de afiliados con ingresos altos 

son los que se destinan a un fondo distinto al de sus cuentas individuales, y ni siquiera es al sistema 

de reparto como sucede en Panamá, sino un fondo de solidaridad pensional, el cual hace parte de 

los sistemas de pensiones sin contribución, como es el caso de Colombia mayor, específicamente 

el programa de protección social al adulto mayor o los beneficios económicos periódicos, una 

particularidad del sistema general de pensiones, en el que Colpensiones administra cuentas 

individuales.  

 

En ese contexto, la reforma pensional de Panamá plantea una verdadera integración de tres pilares, 

cabe destacar que uno de ellos exige que los aportes realizados por los afiliados al sistema de 
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capitalización o de ahorro individual, sea tenido en cuenta en su totalidad, y no solo una parte, 

asimismo se propone: 

 

Un primer pilar solidario no contributivo financiado por el Estado, con la finalidad de 

prevenir la pobreza en la vejez a la población más vulnerable y necesitada, otorgando una 

pensión básica universal y mejorando las pensiones bajas con un beneficio solidario. (Mesa, 

2021). 

 

Se observa que dicha propuesta es parecida al sistema de pensiones no contributivos de Colombia,  

de igual manera que el ahorro individual sea 100% a la cuenta del afiliado como sucede en 

Colombia, en ese sentido la reforma pensional de Petro también propone pilares, el primero de 

ellos también solidario, y el segundo es mediante el cual se busca armonizar los dos regímenes, los 

aportes inferiores a 3 salarios mínimos a Colpensiones y los superiores a ese monto las 

administradores de fondo de pensiones. A diferencia del segundo pilar de Panamá, pues este se 

relaciona más a los sistemas de capitalización puro.     

 

Respecto a estos sistemas de capitalización, en argentina se eliminó en el 2008, y se estableció un 

régimen solidario de reparto, y se creó el Sistema Integrado Previsional Argentino, del cual cabe 

expresar “carece de una institucionalidad claramente definida, con superposición de algunas 

funciones, indefinición de otras y donde su fragmentación hace difícil considerarlo como un 

sistema propiamente dicho” (Cetrángolo & Grushka, 2020, p. 13). 

 

En el mencionado sistema previsional coexisten aproximadamente 200 regímenes exceptuados, 

cada uno de estos con particularidades definidas, en cuanto a monto de pensión, y requisitos para 
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acceder a la misma, en comparación con Colombia, es un sistema que difiere por completo por 

cuanto Argentina es un Estado federal, y por ende es lógico que se haya proliferado la diversidad 

de cajas y subsistemas, además Colombia como ya se menciono tiene un sistema mixto, argentina 

elimino completamente, el modelo de capitalización que tuvo desde 1993 hasta 2008: 

 

Por un lado, se encuentra el Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), que cubre 

a la mayoría de los trabajadores registrados y es administrado por la ANSES. Pero también 

existen sistemas provinciales, que nuclean a empleados públicos de las provincias y los 

municipios; esquemas previsionales con normativa propia, como el del personal de las 

fuerzas armadas y de seguridad; y cajas profesionales, como la de los abogados o los 

médicos. (Giménez, 2023). 

 

De igual manera en 2007, mediante el Decreto N° 897, se estableció la creación del Fondo de 

Garantía de Sustentabilidad (FGS) en Argentina. Este acontecimiento coincidió con la aprobación 

de una ley que brindaba a los trabajadores la opción de elegir entre dos regímenes para el pago de 

sus aportes jubilatorios: el régimen público de reparto administrado por el Estado o el de 

capitalización, gestionado por las Administradoras de Fondos de Jubilación y Pensión (AFJP), que 

en ese momento constituían la única alternativa disponible. 

 

En 2008, se llevó a cabo la estatización de las AFJP y la consolidación de todos los regímenes 

jubilatorios en el Sistema Integrado Previsional Argentino (SIPA), bajo administración estatal. Este 

proceso resultó en la incorporación al FGS de todos los fondos e inversiones del sistema de 

capitalización, generando un notable aumento del fondo, que, según datos de la Universidad 

Nacional de Rosario, experimentó un crecimiento cercano al 500% entre 2007 y 2008. De ese modo 
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se puede observar que una de las diferencias más notables respecto a Colombia, es que el sistema 

creado por la Ley 100, 1993, les da posibilidad a los afiliados a elegir de régimen, incluso de hacer 

traslado siempre que hayan pasado mínimo 5 años, en argentina existe un solo sistema, y la 

posibilidad de elegir de los afiliados es dependiente de las circunstancias fácticas y jurídicas de 

cada individuo. 

 

En cuanto al sistema de pensiones del Perú, este ofrece la posibilidad de elegir entre dos sistemas 

principales de protección social: el Sistema Nacional de Pensiones (SAP) de carácter público y el 

Sistema Privado de Pensiones (SPP) de índole privada. El SNP, regido por el Decreto Ley N° 

19990, 1973, es administrado por la Oficina de Normalización Previsional (ONP) y garantiza una 

pensión a partir de los 65 años, al concluir la vida laboral. Para acceder a este beneficio financiero, 

se requiere realizar aportes mensuales equivalentes al 13% del salario o ingresos, durante un 

periodo no inferior a 20 años. 

 

En contraste, el SPP, gestionado por las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP), permite 

acceder a una pensión de jubilación a partir de los 65 años, sin establecer un periodo mínimo de 

aportación. Las AFP determinan el monto de este beneficio considerando las contribuciones 

realizadas y la rentabilidad generada en la cuenta individual de capitalización (CIC). Además, 

existe la opción de recibir la pensión de manera anticipada mediante la modalidad de "Jubilación 

Anticipada Ordinaria". 

 

En ese sentido se observa, que a diferencia de Colombia donde en los fondos privados no exige 

edad necesariamente para acceder a la pensión, en Perú es la regla general, asimismo no es 

requerimiento un tiempo de aportes, como sucede con RAIS, donde según el artículo 3 de la ley 
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100, 1993, el afiliado debe poseer, como mínimo, los recursos financieros necesarios para respaldar 

una pensión mensual equivalente al 110% del salario mínimo. 

 

No obstante, dicho régimen de capitalización comparte con el colombiano, en que ambos 

determinan la pensión de manera proporcional con los ahorros de los afiliados, asimismo en que se 

puede realizar aportes extras de manera voluntaria y sin límites. Asimismo, cabe mencionar 

respecto al sistema nacional de pensiones (SAP) que este “incorpora a los trabajadores civiles 

sujetos al régimen de la actividad privada, obreros, funcionarios y servidores públicos no 

incorporados al Régimen del Decreto Ley No. 20530” (Bernal, 2020, p. 14): 

 

En cuanto al Decreto Ley No. 20530, este tiene su origen en leyes muy antiguas que 

concedían pensiones vitalicias a cargo del Tesoro Público a un grupo muy reducido de 

funcionarios civiles del Estado, como recompensa por los servicios prestados. Con el 

tiempo, tanto los beneficios como el número de beneficiarios ascendieron y este sistema se 

convirtió en una preocupación fiscal. En 2004, se realizó una reforma constitucional que 

cerró definitivamente este régimen a nuevos trabajadores, eliminó el efecto espejo 

(pensiones que se actualizaban con las remuneraciones) y realizaron otras reformas 

paramétricas. (Bernal, 2020, p. 15). 

 

Dicho sistema de pensiones sigue enfrentando problemas financieros, aunque el déficit ha 

disminuido, es importante señalar que, desde el 2004, el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) 

es la entidad del Gobierno Nacional encargada de gestionar este régimen de pensiones (Ley No. 

28449). Sin embargo, la Oficina de Normalización Previsional (ONG) también se encarga del pago 

de pensiones en este subsistema, pero exclusivamente para casos de trabajadores que laboraban en 



73 

 

instituciones del Estado que fueron liquidadas. En cuanto a las entidades estatales activas, estas 

son responsables del pago de las pensiones a sus exempleados comprendidos en el Decreto Ley 

No. 20530. En la actualidad, este régimen está cerrado a nuevas afiliaciones, pero cuenta con 

aproximadamente 35 mil trabajadores que ya estaban registrados antes de la reforma:  

 

El cálculo de las pensiones que reciben los beneficiarios de este subsistema difiere si el 

trabajador es hombre o mujer. Para los varones, las pensiones son iguales a una treintava 

parte del promedio de las remuneraciones pensionables en los últimos doce meses por cada 

año de servicios. Mientras que, para las mujeres, las pensiones son iguales a la 

veinticincoava parte del promedio de las remuneraciones pensionables percibidas en los 

últimos doce meses por cada año de servicios. En ambos casos, el monto máximo que puede 

alcanzar una pensión mensual de este régimen es de 2 Unidades Impositivas Tributarias 

(OIT) vigentes en cada oportunidad de pago. (Bernal, 2020, p. 15). 

 

Cabe destacar también la existencia de una entidad encargada de administrar los fondos destinados 

a brindar pensiones a militares y policías, la Caja de Pensiones Militar-Policial, destinada a los 

miembros de las Fuerzas Armadas o la Policía Nacional del Perú, de esa manera la institución es 

responsable de administrar el régimen de pago de pensiones y compensaciones para sus afiliados, 

de acuerdo con lo establecido en los Decretos Ley No. 19846 y No. 1133. “En el 2012, se decidió 

cerrar el DL No. 19846 a nuevas afiliaciones y abrir el DL No. 1133, dada una serie de problemas 

financieros que serán detallados más adelante”. (Bernal, 2020, p. 15)   

 

Asimismo, este nuevo régimen pensionario implicó cambios en la tasa de reemplazo respecto al 

régimen anterior. Cabe destacar que la Caja cuenta con autonomía, y no está sujeta a las normas 
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legales y disposiciones administrativas que regulan el funcionamiento de las entidades públicas. 

Además, abarca a los trabajadores que se han graduado de las Escuelas de Formación de Oficiales, 

de Personal Subalterno y del Personal Auxiliar de la Fuerza Armada y de la Policía Nacional del 

Perú. Además, incluye a aquellos que ingresan a las Fuerzas Armadas y a la Policía Nacional del 

Perú en calidad de oficiales, personal subalterno y personal auxiliar, y que reciben remuneraciones 

sujetas al descuento del 13% destinado al Fondo de Pensiones (con un aporte adicional del 6% por 

parte del Estado a su fondo). 

 

Para el efecto, todos aquellos que demuestren un mínimo de veinte años de servicio efectivo tienen 

derecho a la pensión, el cálculo se realiza multiplicando la treintava parte de la remuneración 

pensionable correspondiente al grado que ostenta el servidor en situación de actividad por el tiempo 

de servicio. Es importante destacar que el monto máximo de la pensión mensual es de 2 UIT, según 

las Unidades Impositivas Tributarias vigentes en el momento del pago. 

 

En cuanto a Bolivia, por medio de la Ley 1732, 1996, se estableció un sistema de capitalización 

orientado en el sistema chileno, es decir “administración privada de fondos en fideicomiso por 

parte de entidades denominadas Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP). Sin embargo, en 

el diseño del nuevo sistema se tomaron en cuenta las debilidades y fortalezas de experiencias 

similares en Perú, Colombia” (Bonnadona, 2003, p. 13), no obstante: 

 

La aprobación de la Ley de Pensiones No. 065 en el año 2010 dio paso a la formación del 

Sistema Integral de Pensiones, que representa un conjunto de modificaciones al Sistema de 

Capitalización Individual en función de algunos componentes solidarios, complementarios 
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al sistema de ahorro individual que fue creado en la década de los 90. (Calderón, 2022, p. 

2). 

 

En ese sentido el Sistema Integral de Pensiones se configura mediante tres (3) Regímenes distintos: 

el Contributivo, el Semicontributivo y el No contributivo. Cada uno de estos regímenes ofrece 

diversas prestaciones y beneficios diseñados para satisfacer las necesidades específicas de los 

afiliados, quienes pueden acceder y beneficiarse de ellos al cumplir con los requisitos establecidos 

para tal efecto.  

 

Respecto al primer régimen, los períodos de aportación anteriores a mayo de 1997, las 

contribuciones realizadas durante la aplicación de la Ley N° 1732 (Seguro Social Obligatorio de 

Largo Plazo) y los aportes efectuados a partir de la entrada en vigor de la Ley N° 065, de Pensiones, 

el 10 de diciembre de 2010, son reconocidos a los asegurados en el Sistema Integral de Pensiones 

(SIP) mediante una prestación. 

 

Asimismo, la pensión de vejez para un asegurado se compone de la fracción de saldo acumulado 

(aporte del 10% mensual obligatorio) más los rendimientos obtenidos y la compensación de 

cotizaciones, cuando corresponda. Adicionalmente, en caso de experimentar un accidente o 

enfermedad de origen común, profesional o laboral, y cumpliendo con los requisitos establecidos, 

el asegurado puede acceder a una pensión por invalidez hasta llegar a los 65 años. 

 

Dentro del marco del Régimen Semicontributivo, un individuo que haya contribuido durante al 

menos 120 períodos ya sea de manera continua o intermitente, equivalente a un lapso de 10 años, 

y que alcance la edad de 58 años, tiene la opción de acceder a una Pensión Solidaria de Vejez. Esta 
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pensión se financia con los aportes realizados al Sistema de Seguridad Social de Largo Plazo, 

incluyendo los rendimientos generados, junto con la Compensación de Cotizaciones Mensual 

(CCM) cuando sea pertinente. La Fracción Solidaria se establece conforme a la escala de la Pensión 

Solidaria, calculada a partir del promedio de los últimos 24 ingresos totales efectivamente 

aportados al Sistema de Seguridad Social de Largo Plazo. 

 

En el caso de asegurados bajo el Régimen Contributivo o Semicontributivo que hayan aportado 

menos de cinco (5) años al Sistema de Reparto, en vigencia hasta abril de 1997, el Estado les 

reconoce un pago global por los periodos de aportación. Este monto se transfiere al Estado de 

Ahorro Previsional del asegurado mediante un único traspaso, cuando este alcanza la edad 

estipulada para dicho beneficio, que es de 50 años para mujeres y 55 años para hombres. Teniendo 

presente lo anterior es pertinente citar lo siguiente: 

 

A partir de la vigencia de la Ley N° 065, de Pensiones, desde enero de 2011 hasta 

septiembre de 2022 se tiene más de 172 mil personas que accedieron a una jubilación, 

habiéndose incrementado en un 474% el número de jubilados en relación a la vigencia de 

la Ley N° 1732, del Seguro Social Obligatorio de Largo Plazo (SSO) sistema en el cual solo 

se alcanzó a otorgar una jubilación a 29.745 afiliados.  (Morales, 2022, p. 21). 

 

Este incremento, según el boletín económico a corte del 2022, entregado por el viceministerio de 

pensiones y servicios financieros de Bolivia, corresponde a que Ley 65, 2010 tiene en cuenta la 

pensión solidaria de vejez como una prestación en el régimen de semicontribución, además dicha 

norma estableció los 58 años como edad jubilatoria, y una reducción de los aportes a solo 10 años, 
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asimismo, políticas con enfoque de género, aspecto que lo hace particularmente diferente al de 

Colombia. 

 

Respecto a esto último, las mujeres aseguradas que sean madres tienen la opción de solicitar una 

reducción de un año en la edad de jubilación por cada hijo nacido vivo, con un límite máximo de 

3 años. Alternativamente, cuando alcanzan la edad de 58 años o más, pueden mejorar la densidad 

de sus aportes aumentando en 12 contribuciones por cada hijo nacido vivo, hasta un máximo de 3 

años. 

 

Dicho criterio es innovador, en ese sentido, se observa a Brasil, cuyo sistema pensional introduce 

una innovación a través de la plataforma pública TesouroDireto, los brasileños ahora tienen acceso 

a un nuevo tipo de vehículo de ahorro e inversión para la jubilación conocido como "bonos de 

jubilación" o "SeLFIES de retiro" en términos informales, también denominados "RendA+" en 

Brasil. 

 

Estos bonos, emitidos por el Estado, ofrecen a cada ciudadano la oportunidad de asegurarse un 

ingreso estable durante su periodo de retiro, sin depender de intermediarios. Cada bono garantiza 

un ingreso mensual constante, ajustado por inflación, durante 20 años a partir de una fecha futura 

de jubilación elegida por el individuo. La cantidad de ingreso que asegura cada bono se conoce al 

momento de su compra. A medida que los ciudadanos adquieren más bonos RendA+ durante sus 

años laborales, incrementan el ingreso garantizado durante su jubilación. 

 

Los bonos de jubilación presentan al menos tres ventajas importantes en comparación con los 

sistemas de reparto con beneficios definidos, como Colpensiones en Colombia. Primero, la 
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promesa respaldada por estos bonos tiene mayor garantía, ya que el gobierno, al emitirlos, no puede 

cambiar las condiciones de la pensión mediante reformas futuras sin incurrir en consecuencias 

negativas, como el incumplimiento de la deuda. Segundo, el sistema basado en bonos de jubilación 

es financieramente autosostenible al ser totalmente fondeado, a diferencia de los sistemas de 

reparto. Tercero, los bonos son transables y transferibles, brindando flexibilidad a los individuos 

para adaptarse a cambios en sus necesidades de consumo a lo largo del tiempo. Asimismo, respecto 

a Ecuador cabe citar: 

 

La creación del Sistema de Seguridad Social tiene su origen en Ecuador a principios del 

siglo XX, y tiene como finalidad amparar a los empleados públicos, educadores, 

telegrafistas y dependientes del poder judicial. El desarrollo de este aseguramiento inicial 

desembocó en la creación de una Caja de Pensiones, con la que se buscaba proteger a los 

empleados públicos, civiles, militares y bancarios con beneficios de jubilación, montepío 

civil y fondo mortuorio (Sasso, 2010) (Contreras, 2018, p. 4).  

 

Se observa que los militares eran los únicos funcionarios públicos que contaban con un sistema 

legal de protección, por otro lado, tanto el poder ejecutivo como el legislativo decidían otorgar 

pensiones vitalicias, financiadas por los presupuestos generales del Estado, a personas que habían 

brindado servicios destacados al país y carecían de medios suficientes para subsistir. Para el resto 

de la población trabajadora, no existía un sistema de protección social contra los riesgos asociados 

con la prestación de servicios.  
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En el 2001, se realiza la transformación del sistema de pensiones, pasando de ser un sistema público 

con un régimen financiero de reparto a un modelo mixto. Es relevante destacar que la reforma no 

implica el cierre del programa o sistema público existente, sino que, tras la modificación, se fusiona 

con un nuevo componente de ahorro individual: 

 

En este sentido, es importante señalar que no se cierra el programa o sistema público 

anterior, sino que, una vez reformado, se combina con otro nuevo componente de ahorro 

individual. Así, cuando llega el momento del retiro los asegurados reciben dos tipos de 

pensiones: una prestación básica, definida y regulada por Ley, y otra prestación 

complementaria, indefinida que el jubilado recibe de acuerdo con el monto acumulado 

(Pazmiño y Robalino, 2004) (Contreras, 2018, p. 4). 

 

Este sistema administrado por el instituto ecuatoriano de seguridad social, y regulado por la ley de 

seguridad social, está compuesto según el artículo 173 de dicha norma, en dos regímenes, el de 

solidaridad intergeneracional y el de ahorro individual obligatorio, en ese sentido se observa que 

ecuador al igual que Colombia posee un sistema mixto. 

 

Asimismo, en Guatemala cuentan con un sistema de pensiones diversificado que busca adaptarse 

a las diferentes realidades laborales. A través del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social 

(IGSS), se administran regímenes diferenciados, incluyendo contributivos, no contributivos y 

especiales. Asimismo, cabe mencionar: 

 

El régimen de fondos de pensiones utilizado en Guatemala, es el de reparto; sin embargo, 

desde la creación del Programa de Invalidez, Vejez y Sobrevivencia - IVS – (el cual sustenta 
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en sus principios el sostenimiento de los jubilados o pensionados) el crecimiento 

demográfico del país ha ido incrementándose considerablemente, aunado al aumento en la 

expectativa de vida de la población, afectando las finanzas de dicho programa, lo que 

provocó que se modificarán los parámetros de dicho régimen, con el fin de adecuarlos en 

alguna medida al comportamiento de dicha dinámica demográfica (Martínez, 2012, p. 68). 

 

En ese sentido, se observa ajustes significativos que influyen en la percepción de beneficios por 

parte de los pensionados y sus grupos familiares. En lugar de considerar las tradicionales cargas 

familiares, se introduce la noción de asignación familiar. Este cambio conceptual implica otorgar 

un beneficio específico al pensionado, extendiéndolo a sus dependientes, con el propósito de 

brindar un respaldo más integral y equitativo. 

 

En cuanto a la cuantificación de las pensiones por invalidez total, vejez y gran invalidez, se 

establece un límite preciso. Ahora, estas pensiones no podrán superar el 80% de la remuneración 

base del pensionado al momento de su retiro. Este ajuste busca proporcionar una medida clara y 

definida para garantizar una distribución justa de los beneficios y al mismo tiempo, se establece un 

monto máximo específico para estas pensiones, brindando mayor certeza y sostenibilidad al 

sistema. 

 

Por último, se establecen requisitos más específicos para acceder a la pensión por riesgo de vejez. 

Dependiendo de la fecha de afiliación, se determina la cantidad mínima de contribuciones 

necesarias para tener derecho a esta pensión. Este escalonamiento en las contribuciones pretende 

adecuarse a las distintas circunstancias temporales de los afiliados, garantizando que aquellos que 

han contribuido al sistema durante un período prolongado reciban un respaldo adecuado al llegar 
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a la edad de jubilación. Además, se fija un requisito de 240 meses de contribución para aquellos 

que se afilien a partir de cierta fecha y aspiren a la pensión a los 62 años, consolidando así un 

criterio claro y uniforme para acceder a este beneficio en particular. 

 

Como se evidencia y puede inferirse, la razón fundamental detrás de las modificaciones se basa en 

la crisis financiera que afectaba al mencionado régimen. Esta situación motivó un aumento en el 

número de años de contribución requeridos, tanto para los contribuyentes existentes como para los 

recién incorporados. En lugar de las 180 cuotas mensuales previas a la fecha, el número de 

contribuciones se ha incrementado según lo señalado anteriormente, variando en función de la 

fecha de inicio del cumplimiento de la edad de retiro. 

 

En cuanto al sistema de pensiones en México, este ha experimentado significativas 

transformaciones, resultando en una estructura compuesta por cuatro pilares diseñados para 

abordar distintas necesidades y situaciones de los pensionados. El pilar cero, el cual se enfoca en 

proporcionar una pensión mínima a los adultos mayores, denominada como pensión no 

contributiva, puede ser de carácter universal o focalizada hacia grupos específicos por edad o 

condición de pobreza. Su financiamiento proviene de recursos públicos y, en el contexto mexicano, 

se ejecuta a través del programa presupuestario denominado "Pensión para Adultos Mayores" 

(PAM), operado por la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol). 

 

Asimismo, el pilar uno, conocida como pensión de beneficio definido o de reparto, este pilar es 

obligatorio y requiere que los trabajadores contribuyan con cuotas establecidas por la ley 

correspondiente. En México, su financiamiento es tripartito, involucrando al patrón, al trabajador 

y a la federación. Se basa en un sistema de reparto, donde las contribuciones de los trabajadores se 
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agrupan en una bolsa común para financiar las pensiones actuales. Este pilar está influenciado por 

cambios demográficos y políticos, afectando a la generación de transición resultante de reformas 

en los sistemas de pensiones. 

 

También se observa el pilar dos, conocido como pensión de contribución definida o de 

capitalización individual: Este pilar, también de carácter obligatorio, cada individuo adquiere 

derechos de propiedad sobre sus propios ahorros, los cuales, junto con los rendimientos de las 

inversiones realizadas, constituirán los beneficios de su pensión. Este sistema se aplica a la mayoría 

de los trabajadores formales en México y se caracteriza por la individualización de las cuentas y la 

capitalización de los recursos de manera personalizada. 

 

Y el ultimo pilar, llamado ahorro voluntario, se compone de diferentes formas de ahorro voluntario, 

que incluyen cuentas individuales, planes de ahorro privados para pensiones y planes específicos 

ofrecidos por empleadores. Estos esquemas son flexibles y discretos, permitiendo a los individuos 

realizar aportaciones voluntarias para complementar sus pensiones. Este pilar brinda opciones 

adicionales de ahorro y se distingue por su diversidad y adaptabilidad a las preferencias 

individuales. 

 

En ese contexto se observa, que al igual que Colombia se trata de un sistema mixto, el pilar cero, 

representado por la pensión no contributiva, guarda similitudes con iniciativas como Colombia 

Mayor o los Beneficios Económicos Periódicos (BIPS) en Colombia. El pilar uno de igual forma 

con el régimen de prima media, y el segundo pilar con el régimen de ahorro individual con 

solidaridad. 
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De igual manera el sistema de pensiones en México, gestionado por el Instituto Mexicano de 

Seguridad Social (IMSS), abarca dos tipos principales de pensiones: la pensión por retiro y la 

pensión por cesantía en edad avanzada o vejez. Estas pensiones se financian mediante el Seguro de 

Retiro y las aportaciones al seguro Cesantía por Edad Avanzada o Vejez, realizadas por el 

trabajador, el empleador y el Estado. 

 

La pensión por retiro se concede al asegurado antes de cumplir ciertas edades, siempre que la 

pensión calculada en el sistema de renta vitalicia con los fondos de su cuenta individual sea un 30% 

mayor que la pensión garantizada. Los requisitos incluyen tener menos de 60 años, un mínimo de 

1,250 semanas de cotización, recursos suficientes en la cuenta individual y causar baja en el 

Régimen Obligatorio del Seguro Social. 

 

Por otro lado, la pensión por cesantía en edad avanzada y vejez se otorga a asegurados que han 

alcanzado los 60 o 65 años, según el caso, cumpliendo con los requisitos de tiempo de cotización 

según el régimen aplicable (Ley del Seguro Social 1973 o Ley del Seguro Social 1997). El monto 

de la pensión depende del promedio del salario base de cotización y la edad de retiro. 

 

En comparación con el sistema colombiano, México presenta un enfoque mixto que combina 

elementos de reparto y capitalización individual, similar al modelo colombiano con Colpensiones 

(reparto) y el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad (capitalización individual). Ambos 

países buscan equilibrar la solidaridad y la sostenibilidad financiera mediante la combinación de 

diferentes pilares en sus sistemas de pensiones. 
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También en México existe el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 

Estado (ISSSTE) el cual gestiona dos regímenes de pensiones: el régimen por el décimo transitorio 

y el régimen de cuentas individuales, establecidos a partir de la reforma de 2007. Las 

contribuciones para financiar estas pensiones son tripartitas, involucrando al trabajador, al 

empleador y al Estado. 

 

En ese sentido, bajo el régimen por el décimo transitorio, se otorgan pensiones por jubilación, retiro 

por edad y tiempo de servicios, y cesantía y vejez. Para la pensión por jubilación, se requieren al 

menos 30 años de cotización (28 para mujeres) al ISSSTE y tener más de 53 años (51 para mujeres) 

en 2015, aumentando progresivamente la edad cada dos años. 

 

La pensión por retiro por edad y tiempo de servicios se concede a trabajadores con más de 58 años 

y al menos 15 años cotizados. El porcentaje de la pensión aumenta con los años de cotización hasta 

alcanzar el 95% con 29 años cotizados. La pensión por cesantía en edad avanzada exige al menos 

10 años de servicio y tener 63 años en 2015, incrementándose la edad progresivamente. El monto 

no supera el 50% del promedio del sueldo básico del último año. 

 

En cuanto al régimen de cuentas individuales, se consideran el seguro de retiro, seguro de cesantía 

en edad avanzada, seguro de vejez y pensión garantizada. Los trabajadores pueden recibir un seguro 

de retiro si la pensión vitalicia calculada es un 30% mayor que la pensión garantizada. La pensión 

por cesantía en edad avanzada requiere tener 60 años o más y haber cotizado 25 años al ISSSTE, 

en caso de insuficiencia de ahorro, se permite retirar el saldo de la cuenta individual.  
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La pensión por vejez, diferenciada por la edad de retiro (65 años o más), se determina por el ahorro 

en la cuenta individual y se contrata una renta vitalicia o retiros programados con aseguradoras 

elegidas por los trabajadores. El gobierno federal aporta recursos para garantizar una pensión 

mínima en casos de insuficiencia de ahorro. En concordancia, es pertinente citar: 

 

Las pensiones en México se regían bajo el sistema de reparto, el cual consiste en que las 

aportaciones o cotizaciones de los trabajadores activos financian las pensiones de los 

trabajadores retirados. Sin embargo, debido al cambio demográfico, el aumento de la 

esperanza de vida y la disminución en la tasa general de fecundidad, el número de adultos 

mayores va al alza, lo que significa más tiempo como pensionados. Las proyecciones de 

población del Consejo Nacional de Población (CONAPO) indican que en 2017 existían 

123,5 millones de mexicanos, mientras que en 2030 esta cifra aumentaría a 134 millones, 

población que estaría conformada por menos jóvenes y más personas en edad madura o 

vejez. Lo anterior volvió al esquema de reparto insostenible y por esta razón el IMSS, 

ISSSTE, CFE y Pemex han hecho reformas cuyo principal objetivo es transitar de un 

esquema de beneficio definido a un esquema de contribución definida (Villareal & Macias, 

2020, p. 27). 

 

En Paraguay, el sistema de pensiones se caracteriza por su marcada fragmentación y la ausencia de 

un regulador central que coordine y armonice un sistema integral y coherente. Esta falta de 

coordinación se traduce en “bajos niveles de cobertura, centrada en trabajadores de altos ingresos 

y fundamentalmente provenientes de zonas urbanas” (Rofman, Apella y Vezza 2013; Montt, 

Schmidlin y Recalde 2021)” (Bai & Zelko, 2022, p. 15).  
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En dicho sistema, coexisten ocho cajas de jubilaciones y pensiones de naturaleza pública, cada una 

ofreciendo cobertura previsional a segmentos específicos de la población. Destaca el Instituto de 

Previsión Social (IPS), siendo el organismo de mayor envergadura al concentrar el 66 por ciento 

del total de aportantes al sistema. La Caja Fiscal, junto con el IPS, abarca el 97 por ciento de los 

aportantes al régimen de previsión social, por otro lado, entidades del sector privado, organizadas 

en mutuales, ofrecen planes de jubilación voluntarios basados en esquemas de capitalización 

individual. 

 

Cabe mencionar que en 2009 se implementó la posibilidad de acumular los aportes realizados a 

diversas cajas previsionales. Esta medida busca reconocer y totalizar periodos de cotizaciones 

parciales, sucesivos y no simultáneos para el cómputo previsional. De esta manera, se permite a 

los afiliados con aportes en múltiples cajas acceder a prestaciones jubilatorias a prorrata, 

financiadas por cada entidad en función de los períodos de cotización reconocidos según sus 

propios parámetros: 

 

Para acceder a la jubilación ordinaria por el Régimen General del IPS se debe tener 60 años 

y un mínimo de 25 años de aportes reconocidos en el instituto. También se puede acceder 

a esta prestación con 55 años y 30 años de servicios reconocidos como mínimo, modalidad 

que toma el nombre de jubilación ordinaria anticipada (Bai & Zelko, 2022, p. 16). 

 

En el primer escenario, el afiliado tiene derecho a una tasa de reemplazo del 100 por ciento, la cual 

se calcula sobre la base del promedio de los salarios recibidos durante los 36 meses previos al 

último aporte realizado al sistema de pensiones. En otras palabras, al jubilarse, la prestación que 

recibirá será equivalente al 100 por ciento de ese promedio salarial. 
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En el segundo caso, la tasa de reemplazo es del 80 por ciento y también se determina sobre el 

promedio de los últimos 36 meses de aportes reconocidos. Esto implica que, al jubilarse, el afiliado 

recibirá una prestación equivalente al 80 por ciento del promedio de sus salarios durante ese 

período. Es importante destacar que, en el caso de la jubilación anticipada, la tasa de reemplazo 

experimenta un incremento de 4 puntos porcentuales (pp) por cada año de edad computado, entre 

los 56 y los 59 años. Este aumento gradual significa que, a medida que el afiliado decide jubilarse 

de manera anticipada en ese rango de edades, la tasa de reemplazo se incrementará en 4 pp por 

cada año adicional. 

 

En cuanto a en Venezuela, el sistema de pensiones presenta una dualidad, con la coexistencia de 

dos regímenes: el de Capitalización Individual y el de Solidaridad Intergeneracional, en el primero 

cada afiliado posee una cuenta individual que acumula tanto las aportaciones obligatorias como las 

voluntarias del afiliado y del empleador, junto con los rendimientos de la cuenta. Este saldo es 

exclusivo del afiliado y, salvo en el caso de aportes voluntarios de libre disposición, es 

inembargable.  

 

Asimismo, solo se entrega al afiliado o a los beneficiarios designados al cumplirse los requisitos 

para una pensión o en caso de fallecimiento del afiliado antes de cumplir dichos requisitos. En este 

último caso, el saldo se transfiere a los beneficiarios, herederos legales o al Fisco en ausencia de 

herederos. En contraste, el Régimen de Solidaridad Intergeneracional opera bajo una modalidad de 

capitalización colectiva. 
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De ese sentido las cotizaciones de los trabajadores, empleadores y los aportes del Ejecutivo 

Nacional contribuyen a un fondo común. Este régimen tiene una naturaleza pública, una duración 

indefinida y tiene como objetivo complementar el pago de la pensión mínima vital y otras 

prestaciones. La solidaridad juega un papel clave, ya que este fondo común busca garantizar un 

nivel mínimo de pensión para todos los afiliados. 

 

Cabe mencionar que la pensión por vejez en este sistema se otorga a partir de los 60 años para 

hombres y desde los 55 años para mujeres, siempre y cuando se tenga al menos 750 semanas de 

cotizaciones, lo que equivale a casi 15 años de contribuciones al sistema. Este requisito de semanas 

de cotizaciones se establece como una condición esencial para acceder a la pensión y garantizar 

una base mínima de participación en el sistema previsional. 

 

En situaciones en las que los asegurados superen la edad requerida para la pensión, pero no cumplan 

con el requisito mínimo de 750 semanas de cotizaciones, se les brinda la opción de elegir entre dos 

alternativas; los asegurados pueden optar por postergar la solicitud de la pensión hasta que logren 

acreditar las 750 semanas de cotizaciones necesarias. Esto permite que continúen contribuyendo al 

sistema hasta alcanzar el umbral requerido para acceder a la pensión por vejez. 

 

Como segunda alternativa, aquellos asegurados que no cumplan con el requisito de cotizaciones 

pueden elegir recibir una indemnización única de inmediato. Esta indemnización equivale al diez 

por ciento (10%) de la suma de los salarios correspondientes a las cotizaciones que tengan 

acreditadas hasta ese momento. En ese contexto se observa que Venezuela al igual que Colombia 

posee un sistema mixto. 
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2.3. Conclusión preliminar 

 

En conclusión, preliminar, la comparación de los sistemas pensionales de empleados públicos a 

nivel iberoamericano con el sistema colombiano revela similitudes notables. Colombia, al igual 

que la mayoría de los países iberoamericanos, ha adoptado un enfoque mixto que combina 

elementos de capitalización individual y reparto. Esta diversificación busca aprovechar las ventajas 

de la contribución individual con la necesidad de solidaridad intergeneracional. 

 

Un aspecto destacado en esta comparación es la presencia de reformas en diversos países, incluido 

Colombia, evidenciando un factor común: la insostenibilidad del sistema. La preocupación por la 

viabilidad financiera y la adecuación de las pensiones ha llevado a ajustes y reformas continuas en 

los sistemas de la región. Estas reformas a menudo buscan equilibrar la sostenibilidad fiscal con la 

garantía de beneficios adecuados para los jubilados. 

 

se destaca que el sistema colombiano se distingue por su solidez y claridad estructural. La presencia 

de dos regímenes bien definidos, el de Prima Media con Prestación Definida (Régimen de 

Solidaridad) y el de Ahorro Individual con Solidaridad (Régimen de Capitalización Individual), 

ofrece una mayor transparencia y comprensión para los afiliados. La posibilidad de elegir entre 

estos regímenes proporciona flexibilidad a los ciudadanos, permitiéndoles adaptar sus decisiones 

a sus necesidades y circunstancias individuales. 

 

En contraste, en la mayoría de los demás países iberoamericanos, la complejidad y la falta de 

opciones claras son características comunes en sus sistemas pensionales. La coexistencia de 
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múltiples regímenes, como se evidencia en Argentina o Brasil, puede generar confusiones y 

dificultades en la comprensión de las opciones disponibles para los afiliados. 

 

Asimismo, la capacidad de elección que ofrece el sistema colombiano resalta como un elemento 

distintivo. La posibilidad de seleccionar entre regímenes y tomar decisiones personalizadas según 

las preferencias y necesidades individuales representa una ventaja que no siempre está presente en 

otros países de la región, los cuales las circunstancias fácticas y jurídicas de cada servidor público 

son los que definen su afiliación. 
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CAPITULO 3. ANALIZAR EL SISTEMA PENSIONAL ACTUAL DE LOS 

EMPLEADOS PÚBLICOS DE COLOMBIA, EN CUANTO A LA INCLUSIÓN DE 

FACTORES DE LIQUIDACIÓN 

 

El sistema pensional de los empleados públicos en Colombia constituye un elemento fundamental 

en el entramado de políticas sociales y laborales del país. La evolución de este sistema ha estado 

marcada por diversos cambios normativos y ajustes a lo largo de los años, con el objetivo de 

garantizar la sostenibilidad financiera y la equidad en las pensiones de los servidores públicos. Una 

de las dimensiones cruciales en este análisis se centra en la inclusión de factores de liquidación, 

que son determinantes para el cálculo y la distribución de los beneficios pensionales. 

 

La inclusión de factores de liquidación en el sistema pensional implica considerar una serie de 

variables y parámetros que influyen directamente en la cuantía final de la pensión que recibirá un 

empleado público al momento de su retiro. Estos factores abarcan desde aspectos relacionados con 

la cotización y la base salarial hasta elementos demográficos y de trayectoria laboral, en ese sentido 

la comprensión y evaluación de estos factores son esenciales para garantizar un sistema pensional 

justo, transparente y que responda a las necesidades y realidades de los trabajadores del sector 

público en Colombia. 

 

3.1. Fortalezas del sistema pensional 

 

En ese orden de ideas, cabe mencionar que con el objetivo de entender cuáles son las fortalezas del 

sistema actual de pensiones de los empleados públicos en Colombia, respecto a la inclusión de 

factores de liquidación, es necesario entender cuáles son los mencionados factores, de ese modo, 
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se observa que el artículo primero del Decreto 1158, 1994, establece el salario mensual base 

utilizado para hacer los cálculos sobre las cotizaciones en el sistema general de pensiones de los 

servidores públicos está conformado por una serie de factores: 

 

a) La asignación básica mensual; b) Los gastos de representación; c) La prima técnica, 

cuando sea factor de salario; d) Las primas de antigüedad, ascensional de capacitación 

cuando sean factor de salario; e) La remuneración por trabajo dominical o festivo; f) La 

remuneración por trabajo suplementario o de horas extras, o realizado en jornada 

nocturna; g) La bonificación por servicios prestados (Decreto 1158, 1994). 

 

De ese modo se observa una primera fortaleza del sistema pensional en cuestión, la cual consiste 

en que la base de cotización está determinada positivamente, es decir los factores referidos están 

consagrados en la normatividad de manera clara y específica, puesto que el mismo legislador 

expresa taxativamente qué constituye el salario mensual base para cotizar los aportes de los 

empleados públicos realizados al sistema.  

 

La claridad y especificidad de los factores que componen la base de cotización para el sistema de 

pensiones de los empleados públicos, según lo establecido en el artículo primero del Decreto 1158, 

1994, representan una fortaleza significativa para el sistema pensional colombiano. Esta 

transparencia normativa brinda seguridad jurídica tanto a los empleados públicos como a las 

entidades encargadas de la administración y supervisión del sistema. 

 

En ausencia de una normatividad clara y detallada sobre los factores de liquidación, podrían surgir 

ambigüedades y discrepancias interpretativas que podrían afectar la equidad y la consistencia del 
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sistema. Si los elementos que conforman la base de cotización fueran vagos o dejados a la 

discreción de interpretaciones individuales, se abriría la puerta a posibles inequidades y tensiones 

en el momento de calcular las pensiones. 

 

La falta de claridad normativa podría dar lugar a interpretaciones subjetivas y a disputas sobre qué 

conceptos deben considerarse para determinar la base salarial de cotización. Esto podría generar 

incertidumbre tanto para los empleados públicos como para las entidades encargadas de administrar 

el sistema, afectando la confianza en el mismo. 

 

Además, la falta de precisión normativa podría derivar en litigios y controversias legales, lo que 

aumentaría la carga administrativa y generaría costos adicionales tanto para los individuos como 

para el Estado. Una normatividad clara, por el contrario, establece un marco sólido y predecible 

que facilita la correcta aplicación y supervisión del sistema pensional, evitando posibles conflictos 

y garantizando una mayor eficiencia en la gestión de los recursos. 

 

Cabe destacar que el artículo referido es de aplicación cuando la pensión se estructure bajo el 

régimen establecido en la Ley 100, 1993, de esa manera lo ha determinado la corte suprema de 

justicia, precisa que es la norma en vigencia cuando se configura el derecho pensional la que 

determina los factores que conforman el ingreso base de liquidación, en ese sentido se observa otra 

fortaleza que beneficia a los servidores públicos. 

 

En concordancia, se observa la Sentencia con radicado 42208 del 2014, en la que la sala de casación 

laboral ilustra el caso de un trabajador oficial del banco popular, al cual habían calculado el ingreso 

base de liquidación según el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100, 1993 debido a que era 
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beneficiario del régimen de transición, puesto que su régimen pensional es la Ley 33, 1985, no 

obstante, se debió aplicar para el efecto el artículo 21 de la Ley 100: 

 

Cabe indicar que ha sido reiterada la jurisprudencia de la Sala en sostener que el régimen 

de transición del Art. 36 de la L. 100/1993 conservó para sus beneficiarios la aplicación de 

la normatividad anterior, en lo relativo a edad, tiempo de servicios y monto de la prestación, 

pero no en lo relacionado con el Ingreso Base de Liquidación (IBL), el cual está sometido 

inicialmente a lo dispuesto en el inciso 3º ibidem, pero como al actor le faltaban más de 10 

años contados desde la entrada en vigencia de la citada ley (1° de abril de 1994) hasta el 

momento de cumplir la edad requerida para causar el derecho pensional, el 17 de julio de 

2006, para obtener el IBL se debió aplicar el artículo 21 ibidem, y no el Art. 36-3 de la L. 

100/1993 como erradamente como lo hizo el Ad quem (Sentencia 42208, 2014). 

 

De lo anterior se observa, que la conservación de ciertos aspectos de los regímenes anteriores a la 

Ley 100, 1993, como lo establece el régimen de transición, representa una fortaleza que beneficia 

a los empleados públicos al brindar estabilidad y previsibilidad en aspectos esenciales de su 

régimen pensional. La jurisprudencia, como se evidencia en la Sentencia 42208, 2014, destaca que 

el régimen de transición conserva para sus beneficiarios la aplicación de la normatividad anterior 

en relación con la edad y el tiempo de servicios, así como en cuanto al monto de la prestación. 

 

En el contexto del Ingreso Base de Liquidación (IBL), se establece una diferencia importante, el 

IBL, determinante en el cálculo de la pensión, se rige por las disposiciones específicas de la Ley 

100/1993, pero con ciertas condiciones. La fortaleza radica en que, si al beneficiario del régimen 

de transición le faltan más de 10 años para cumplir la edad requerida al entrar en vigor la Ley (1° 
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de abril de 1994), se aplica el artículo 21 de la misma ley en lugar del inciso 3º del artículo 36.  

Esto implica que, aunque se introduce la normativa más reciente, se hace de manera progresiva y 

considerando las particularidades de cada caso. 

 

La favorabilidad para el trabajador reside en la adaptabilidad del sistema a circunstancias 

específicas. La conservación de regímenes anteriores en aspectos clave como edad y tiempo de 

servicios reconoce y respeta la trayectoria laboral de los empleados públicos, generando una 

transición más suave hacia las nuevas disposiciones. Además, al flexibilizar la aplicación del IBL 

en casos específicos, se atenúa el impacto de la normativa más reciente, evitando posibles 

perjuicios para los trabajadores. 

 

Esta adaptabilidad y consideración de situaciones individuales refuerza la confianza de los 

empleados públicos en el sistema pensional, ya que al brindar seguridad y claridad en aspectos 

fundamentales como la determinación del IBL, el sistema se fortalece al garantizar que las 

pensiones se calculen de manera justa y equitativa, en línea con los derechos adquiridos y las 

expectativas de los trabajadores. En este sentido, la flexibilidad y el reconocimiento de la 

experiencia laboral previa representan una fortaleza que promueve la estabilidad y la justicia en el 

sistema pensional para los empleados públicos en Colombia. 

 

Otro aspecto que se observa en el sistema pensional, el régimen de transición constituye una 

herramienta crucial que permite a ciertos trabajadores pensionarse bajo las disposiciones de 

regímenes anteriores, incluso cuando la nueva legislación está en vigencia. En este contexto, la Ley 

33 de 1985 adquiere especial relevancia como uno de los regímenes que los beneficiarios del 

régimen de transición pueden utilizar para acceder a sus prestaciones pensionales. 
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Esta disposición es una fortaleza significativa para los empleados públicos, ya que les concede la 

posibilidad de acogerse a un régimen normativo que puede resultar más beneficioso en términos 

de edad y tiempo de servicios. Aunque la Ley 100, 1993 introdujo cambios estructurales en el 

sistema pensional colombiano, el régimen de transición reconoce la importancia de respetar los 

derechos adquiridos y la trayectoria laboral de aquellos que ya estaban vinculados al sistema antes 

de su entrada en vigor. 

 

En el caso específico de la Ley 33, 1985, el régimen de transición permite a los empleados públicos 

utilizar sus disposiciones para acceder a la pensión, siempre y cuando cumplan con los requisitos 

establecidos en dicha ley. Este enfoque atenúa la abrupta transición hacia las nuevas normas 

pensionales, al tiempo que garantiza que los trabajadores conserven la posibilidad de acceder a 

beneficios que hayan acumulado a lo largo de su carrera laboral bajo el régimen anterior.  

 

En consecuencia, la existencia del régimen de transición, y la capacidad de elegir entre regímenes, 

constituye una fortaleza que otorga flexibilidad y seguridad a los empleados públicos. Al 

permitirles seleccionar la normativa más beneficiosa para sus circunstancias particulares, se 

fomenta la equidad y se reconoce la diversidad de situaciones laborales y personales. En última 

instancia, esta disposición contribuye a mantener la confianza en el sistema pensional, al tiempo 

que asegura que los empleados públicos puedan tomar decisiones informadas y estratégicas 

respecto a su jubilación. 

 

En síntesis, en el sistema pensional actual a los empleados públicos que tengan beneficio del 

régimen de transición, el ingreso base de liquidación está regulado por la Ley 100, 1993, de la 

siguiente forma para quienes les falten menos de 10 años para adquirir el derecho pensional, la 
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normativa que regula el Ingreso Base de Liquidación (IBL) se encuentra dispuesta en el artículo 

36 de la Ley 100.  

 

Por otro lado, para aquellos individuos que cuenten con 10 años o más para alcanzar el momento 

de cumplir con los requisitos para la pensión, se aplicará lo establecido en el artículo 21 de la misma 

ley. En términos sencillos, la determinación del IBL, factor crucial en el cálculo de las pensiones, 

está sujeta a dos disposiciones específicas de la Ley 100 dependiendo de la proximidad del 

trabajador a cumplir con los requisitos para acceder a su pensión.  

 

Cabe mencionar respecto al artículo 21 ibidem, que la disposición presenta dos opciones para la 

determinación del IBO, permitiendo al trabajador elegir la que le sea más favorable. La primera 

opción se basa en el promedio de los salarios o rentas de los últimos diez años de cotización, 

ajustados por inflación. Sin embargo, el artículo también contempla una segunda opción que 

permite calcular el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, sobre los ingresos de toda la 

vida laboral del trabajador. Esta alternativa puede ser elegida si el resultado es superior al previsto 

en la primera opción. 

 

En cuanto al artículo 36, establece que el ingreso base para liquidar la pensión de vejez será el 

promedio de lo devengado en el tiempo que les hiciere falta para adquirir el derecho. En otras 

palabras, se toma en consideración el periodo específico que falta para que el trabajador cumpla 

con los requisitos para obtener la pensión de vejez. Sin embargo, se establece un criterio 

importante: si el ingreso cotizado durante todo el tiempo es superior al promedio de lo devengado 

en el periodo restante, se utilizará este último. 
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Este enfoque permite una aproximación más precisa y personalizada al cálculo del ingreso base, 

reconociendo el esfuerzo y los ingresos de los trabajadores en el tramo final de su vida laboral. Al 

actualizar anualmente estos ingresos con base en la variación del Índice de Precios al Consumidor, 

se incorpora un elemento de ajuste que tiene en cuenta las fluctuaciones económicas. En 

concordancia cabe citar inextenso una sentencia del Consejo del Estado: 

 

Precisó que los factores salariales a considerar son únicamente aquellos sobre los que se 

hayan efectuado los aportes o cotizaciones al Sistema de Pensiones y que se encuentren 

consagrados expresamente en la Ley. Se advierte que, en lo que tiene que ver con el IBL de 

la pensión, se debería dar aplicación a las reglas fijadas en sentencia de unificación de 28 

de agosto de 2018, la cual, como se indicó, constituye precedente obligatorio para los casos 

que se encuentren pendientes de decisión en vía administrativa y judicial y, según la cual, 

el IBL no es un aspecto sometido al régimen de transición (Sentencia 00676, 2020). 

 

La referida sentencia destaca un principio fundamental en relación con la determinación del ingreso 

base de liquidación para la pensión, únicamente deben considerarse los factores salariales sobre los 

cuales se hayan efectuado cotizaciones al sistema de pensiones y que estén expresamente 

consagrados en la ley, dicho enfoque busca otorgar claridad y precisión a la hora de calcular el 

IBL, evitando considerar elementos que no hayan sido objeto de aportes al sistema. 

 

Esta posición se alinea con la idea de que la normativa debe ser clara y específica en cuanto a los 

factores que influyen en el cálculo del IBL, como se mencionó anteriormente. La claridad 

normativa proporciona certeza a los trabajadores y a las entidades encargadas de administrar el 

sistema pensional. En este caso, la sentencia establece que solo deben tenerse en cuenta los factores 
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salariales que hayan sido objeto de cotizaciones al sistema y que estén contemplados en la 

legislación pertinente. 

 

Es crucial destacar que la sentencia hace referencia a una previa sentencia de unificación de agosto 

de 2018, la cual establece que el IBL no está sujeto al régimen de transición. Esto significa que, a 

pesar de que un trabajador esté acogido al régimen de transición en otros aspectos de su pensión, 

el cálculo del IBL deberá regirse por las reglas generales establecidas en la ley vigente al momento 

del reconocimiento de la pensión. 

 

3.2. Debilidades del sistema pensional 

 

De igual manera, el sistema pensional actual de los empleados públicos en Colombia, en cuanto a 

la inclusión de factores de liquidación, presenta algunas debilidades que pueden afectar la equidad, 

la transparencia y la eficiencia del sistema. En ese sentido, la baja cobertura en el sistema pensional 

de empleados públicos en Colombia es, sin duda, una debilidad fundamental que afecta tanto a 

quienes están en edad de jubilación como a la población en edad activa. Este problema tiene 

repercusiones directas en los factores de liquidación y, por ende, en la determinación de las 

pensiones:  

 

Encontramos que los regímenes tanto público como privado ofrecen algunas ventajas para 

los afiliados. Sin embargo, con base en diversas fuentes, obtenemos que la cobertura de 

pensionados es de apenas 23% y ésta se ha mantenido constante desde 2005 con una 

población de pensionados menor a 1,5 millones de personas. Esta tasa de cobertura 

contrasta con la de países como Chile donde es de 87,1% (López & Sarmiento, 2019).  
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La cifra de 23% de cobertura de pensionados en Colombia, según la cita, destaca una baja 

proporción de la población que efectivamente recibe beneficios de pensiones. Este indicador puede 

sugerir que una gran proporción de la población en edad de jubilación no está cubierta por el 

sistema pensional o no ha logrado acumular los requisitos necesarios para acceder a una pensión. 

 

Asimismo, se observa que la tasa de cobertura se ha mantenido constante desde 2005, este hecho 

resalta la persistencia de la baja cobertura a lo largo del tiempo, y por ende indicar desafíos 

estructurales o barreras sistémicas que han limitado el acceso a las pensiones para una parte 

significativa de la población. 

 

En ese sentido, se infiere que esta debilidad puede afectar la equidad del sistema al dejar a una 

parte significativa de la población sin acceso a beneficios de pensiones, además, puede influir en 

la eficiencia del sistema, ya que la falta de cotizaciones de una parte considerable de la población 

puede poner en peligro la sostenibilidad financiera. 

 

Por otro lado, esta debilidad puede tener repercusiones en los factores de liquidación, debido a que 

están vinculados directamente a las cotizaciones y al historial laboral, la baja cobertura impacta la 

base sobre la cual se calculan estos factores. Esto podría resultar en pensiones más bajas para 

quienes logran acceder al sistema debido a la falta de cotizaciones suficientes. 

 

La falta de cotizaciones suficientes también presenta desafíos para la sostenibilidad financiera del 

sistema pensional, con menos contribuyentes activos, el sistema puede enfrentar dificultades para 

financiar las pensiones de aquellos que sí están afiliados, lo que podría afectar la estabilidad y 
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capacidad de pago a largo plazo, y por ende que los factores de liquidación establecidos en el 

sistema pensional sean objeto de reformas y modificaciones, y en consecuencia en el derecho 

pensional de los empleados públicos. 

 

Por ello, entender la relación entre los factores de liquidación y la baja cobertura en un sistema 

pensional es crucial para evaluar cómo estos elementos interactúan y afectan el sistema en su 

conjunto. Por ejemplo, si los requisitos para acceder a la pensión están ligados a un alto número de 

cotizaciones, esto podría desincentivar la afiliación al sistema, especialmente en contextos donde 

la informalidad laboral es común. Los trabajadores podrían percibir que es difícil cumplir con los 

requisitos de cotización y, por lo tanto, optar por no afiliarse o no mantener cotizaciones regulares. 

 

De igual manera, si las fórmulas para calcular los beneficios son complejas o difíciles de entender, 

esto podría generar desconfianza y desmotivar la afiliación al sistema. Las personas pueden sentirse 

menos inclinadas a participar si perciben que el proceso de cálculo es opaco o injusto. Por otro 

lado, si la población envejece y hay más personas en edad de jubilación en comparación con la 

población activa, esto podría aumentar la carga sobre el sistema. La baja cobertura podría ser un 

resultado de una mayor proporción de personas mayores que requieren beneficios de pensiones en 

comparación con la cantidad de trabajadores activos que cotizan. 

 

También cabe tener en cuenta que factores de liquidación que no se ajustan adecuadamente a las 

tendencias demográficas, como el aumento de la esperanza de vida, podrían contribuir a un 

desequilibrio en el sistema. Si los beneficios se otorgan por períodos prolongados sin ajustes, podría 

generarse una presión adicional sobre la sostenibilidad del sistema. 
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En ese sentido, si la baja cobertura se debe a deficiencias en la estructura del sistema, las reformas 

que aborden problemas fundamentales podrían ayudar a mejorar tanto la cobertura como la equidad 

en la distribución de beneficios. Esto podría incluir cambios en las fórmulas de cálculo, requisitos 

de cotización o estrategias para fomentar la afiliación. Y es en ese sentido, en que los factores de 

liquidación ilustran su relevancia para el sistema pensional. 

 

Por esta razón, los factores de liquidación deberían ser adaptables a cambios en las dinámicas 

socioeconómicas y demográficas. Un sistema que no se ajusta a la evolución de la fuerza laboral y 

las condiciones económicas podría contribuir a la baja cobertura. En ese sentido la relación entre 

los factores de liquidación y la baja cobertura es bidireccional. Mientras que los factores de 

liquidación pueden influir en la decisión de las personas de afiliarse y cotizar regularmente, la baja 

cobertura también puede ser indicativa de desafíos sistémicos y demográficos que podrían requerir 

ajustes en los factores de liquidación y en la estructura del sistema pensional. 

 

En virtud de dicho contexto, se observa que el sistema pensional colombiano se ha caracterizado 

por cambios normativos a lo largo del tiempo, lo que puede generar complejidades interpretativas. 

La existencia de múltiples normas puede dificultar la comprensión y aplicación uniforme de los 

factores de liquidación, generando incertidumbre para los empleados y las entidades encargadas de 

administrar el sistema. Un claro ejemplo de esto se evidencia en las distintas sentencias como la 

precitada en párrafos anteriores. 

 

De ese modo, el sistema actual podría permitir cierta discrecionalidad en la interpretación de los 

factores de liquidación, lo que puede dar lugar a inconsistencias en la aplicación del sistema. La 

falta de criterios más específicos podría generar desigualdades y situaciones injustas en la 
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determinación de las pensiones. Como se evidenció en la Sentencia 00676, 2020, la interpretación 

de factores salariales y del ingreso base de liquidación (IBL) puede estar sujeta a decisiones 

judiciales específicas, y por ende la dependencia excesiva de precedentes judiciales puede 

introducir incertidumbre y variabilidad en el tratamiento de los casos, afectando la coherencia del 

sistema. 

 

Asimismo, se puede inferir que la normativa que establece requisitos diferentes para el cálculo del 

IBL, según el tiempo restante para adquirir el derecho a la pensión, podría introducir complejidades 

adicionales y generar situaciones inequitativas entre los empleados públicos. Dependiendo de la 

interpretación de ciertos factores, algunas categorías de empleados públicos podrían enfrentar 

limitaciones en la cobertura y acceso a beneficios pensionales adecuados, generando posibles 

brechas en la protección social, según el régimen pensional bajo el cual este sujeto. 

 

En síntesis, se infiere que las debilidades identificadas en el sistema pensional de empleados 

públicos en Colombia, en cuanto a la inclusión de factores de liquidación, resaltan la necesidad de 

una revisión y posible ajuste normativo para mejorar la coherencia, la equidad y la eficiencia del 

sistema. Un enfoque más claro y específico en la normativa, junto con la consideración de posibles 

escenarios y la simplificación de procesos, podría contribuir a superar estas debilidades y fortalecer 

el sistema pensional para los empleados públicos en el país. 

 

De igual manera, es pertinente destacar que la inclusión de factores de liquidación como los 

establecidos en la normatividad, pueden generar ciertas debilidades que estarían afectando al 

sistema pensional, tal es el caso de la inclusión de factores como los gastos de representación y la 

prima técnica en la determinación del salario base introduce elementos que pueden ser susceptibles 
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a interpretación y discrecionalidad. Esta situación plantea la posibilidad de inequidades en el 

proceso de establecer el salario base, ya que la interpretación variable de estos elementos podría 

afectar la equidad del sistema. 

 

Es importante señalar que no todos los servidores públicos tienen derecho a percibir la prima 

técnica. Esta limitación añade una capa adicional de complejidad al sistema, ya que la 

disponibilidad o no de ciertos beneficios podría depender de criterios específicos, generando 

posibles disparidades en la compensación entre los empleados públicos. La falta de uniformidad 

en la aplicación de la prima técnica podría contribuir a la percepción de inequidad y afectar la 

coherencia del sistema de pensiones para los servidores públicos en Colombia. 

 

3.3. Problemas Jurisprudenciales 

 

La jurisprudencia, entendida como la interpretación y aplicación de las leyes por parte de los 

tribunales, desempeña un papel crucial en la configuración y evolución del sistema pensional. A lo 

largo de los años, diversas decisiones judiciales han generado interpretaciones y precedentes que 

pueden influir directamente en la forma en que se calculan y liquidan las pensiones para los 

empleados públicos, incluso en el sentido del acápite anterior, es decir como una afectación. 

 

En este contexto, debido a la misma naturaleza del Estado social de derecho respecto a la rama 

judicial puede surgir problemas jurisprudenciales, discrepancias entre las cortes superiores del 

ordenamiento jurídico, de ese modo, en relación con la liquidación de las pensiones, y los factores 

de estas, se observa que en el sistema pensional actual de los servidores públicos han sido objeto 

de análisis de las referidas cortes. En concordancia: 
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El choque de trenes suscitado entre el Consejo de Estado y la Corte Constitucional, en el 

que se analizaron las diferentes posturas de las altas cortes frente al tema de reliquidación 

pensional de los empleados públicos que no se encuentran en regímenes especiales y que 

son beneficiarios del régimen de transición contemplado en la Ley 100 de 1993 (Rojas, 

Flores & Navarro, 2018, p. 1). 

 

La referida situación pensional para los empleados públicos los ha ubicado en una situación de 

inseguridad jurídica por cuanto hay diferentes posturas respecto a la manera en que debe calcular 

el ingreso base de liquidación para aquellos sometidos al régimen de transición consagrado en el 

artículo 36 de la Ley 100, 1993, de ello, se puede observar “dos consecuencias: (i) una falta de 

unificación de criterios en la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y (ii) desigualdad de 

los pensionados que quieren acceder a dicha reliquidación” (Rojas, Flores & Navarro, 2018, p. 2). 

 

En ese sentido, el debate en cuestión es acerca de si el cálculo del IBL debe regirse por las 

disposiciones específicas del régimen de transición o, por el contrario, debe ajustarse a las 

normativas del sistema general de seguridad social establecido por la misma ley, que unifica todos 

los regímenes. En ese contexto, el Consejo de Estado expresa que se debe liquidar con el régimen 

mismo de transición, teniendo en cuenta la totalidad de los factores salariales que el trabajador 

percibió durante el último año en que prestó sus servicios. 

 

Mientras que la Corte Constitucional establece que es por medio de la Ley 100 que se debe calcular 

el IBL, por ende, se debe considerar todos los factores de los últimos 10 años de prestación del 

servidor público haya percibido, en ese orden de ideas, se ha desarrollados las diferentes posturas, 
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por un lado “El Honorable Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Segunda, en sentencia de 4 de agosto de 2010, interpretó lo siguiente respecto de la aplicación del 

régimen de transición contenido en la Ley 33 de 1985” (Rojas, Flores & Navarro, 2018, p. 10). 

 

Expresa que, debido a la necesidad de salvaguardar los principios de igualdad, realidad sobre 

formalidades y favorabilidad en asuntos laborales, se debe interpretar que la ley 33 de 1985 no 

enumera de manera taxativa los factores salariales para la base de liquidación pensional. Se 

argumenta que estos factores, mencionados de manera enunciativa, no impiden la inclusión de otros 

conceptos devengados por el trabajador durante el último año de prestación de servicios. Además, 

destaca la validez de considerar todos los elementos que constituyen el salario, definidos como las 

sumas que el trabajador recibe de manera habitual y periódica como compensación directa por sus 

servicios, sin importar la denominación específica que se les atribuya. 

 

Por el contrario, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-258, 2013, manifiesta que el 

espíritu del artículo 36 de la Ley 100, 1993, no es otro sino el de crear un régimen de transición 

para favorecer a aquellos con expectativas legítimas de pensionarse bajo reglas especiales que 

serían derogadas. De ese modo dicho beneficio se limita en permitir la aplicación retrospectiva de 

las antiguas reglas en cuanto a requisitos de edad, tiempo de servicio, cotizaciones y tasa de 

reemplazo. 

 

En ese entendido, el ingreso base de liquidación no está sujeto a la transición, según lo claro en el 

texto del artículo 36. Por ello, la Sala argumenta que, sin una justificación evidente, no hay motivo 

para otorgar un trato diferenciado y favorable en materia de ingreso base de liquidación a los 

beneficiarios del régimen especial del artículo 17 de la Ley 4, 1992, por lo tanto, concluye que este 
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trato preferencial desconoce el principio de igualdad. “En el mismo sentido se volvió a pronunciar 

la Corte Constitucional, en Sentencia SU-230 de 29 de abril de 2015” (Rojas, Flores & Navarro, 

2018, p. 10). 

 

A pesar de que la Corte Constitucional es la corte de cierre del ordenamiento jurídico colombiano, 

se observa, “un nuevo pronunciamiento del 25 de febrero de 2016, la Sala Plena de la Sección 

Segunda del Consejo de Estado en Sentencia de Unificación del Magistrado Ponente Gerardo 

Arenas Monsalve” (Rojas, Flores & Navarro, 2018, p. 11) en la cual reitera el criterio establecido 

en el 2010 en la sentencia precitada del Consejo de Estado:  

 

En este último punto, y en consonancia con lo dispuesto por el Tribunal, cabe decir, que en 

virtud a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 1° de la Ley 62 de 1985, la liquidación 

de la pensión debe estar de acuerdo con los factores que hayan servido de base para calcular 

los aportes, regla a la que están obligados todos los servidores públicos, en el sentido de 

pagar los respectivos aportes sobre todos los rubros que según la ley deben constituir factor 

de liquidación pensional. Lo anterior significa, que, si no han sido objeto de descuento, ello 

no da lugar a su exclusión, sino a que, al momento del reconocimiento, la entidad de 

previsión social efectúe los descuentos pertinentes (Sentencia de Unificación 01541, 2016).  

 

Este análisis del Consejo de Estado enfatiza la importancia de la consistencia en la liquidación de 

pensiones, subrayando que los factores que influyen en los aportes deben ser considerados y 

aplicados de manera integral, incluso si no han sido objeto de descuento previo, sin embargo, a esta 

postura reiterada ha sido objeto de oposición no solo por la Corte Constitucional: 
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La Sección Quinta del Consejo de Estado en algunas providencias entre ellas la Sentencia 

del dieciséis (16) de junio de dos mil dieciséis (2016), Consejera ponente doctora Lucy 

Jeannette Bermúdez Bermúdez, y el fallo del quince (15) de diciembre de dos mil dieciséis 

(2016), en acción de tutela, tomó una posición opuesta a la asumida por la Sección Segunda 

del Consejo de Estado en sentencia del veinticinco (25) de febrero de dos mil dieciséis 

(2016), al considerar que esa Sección desconoció las reglas que respecto al tema fijó la 

sentencia SU-230 de 2015 (Rojas, Flores & Navarro, 2018, p. 12). 

 

Respecto de las referidas sentencias, están manifiestan que el precedente de las altas cortes posee 

carácter imperativo, tanto para los tribunales superiores como para los jueces de menor rango y 

otros entes estatales. Todos los profesionales del ámbito jurídico, al tener conocimiento de dicho 

precedente, están obligados a su aplicación. Este aspecto implica su estricta observancia por parte 

de todos los agentes jurídicos sin excepción. En ese sentido se plantea que, tras el proceso de 

interpretación y unificación, carecería de sentido que los jueces o la administración continuaran 

aplicando sus propios criterios basados en una autonomía judicial mal concebida.  

 

En ese sentido, se observa que los problemas jurisprudenciales no solamente giran en torno a las 

diferencias en la interpretación de la forma correcta de calcular el IBL de la Corte Constitucional 

y el Consejo de Estado, sino también hay diferentes posturas dentro de las mismas. Por ejemplo, 

en la sentencia T-615, 2016 la Corte Constitucional menciona que precedente derivado de la 

Sentencia C-258, 2013 y la SU-230, 2015 no era aplicable a aquellas personas que habían 

consolidado su derecho pensional antes de la emisión de dicha sentencia: 
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Los parámetros establecidos en la Sentencia C-258 de 2013, no resultan aplicables a 

aquellas pensiones consolidadas con anterioridad a su expedición, en razón a que 

constituyen derechos adquiridos, los cuales solo pueden ser modificados luego de agotar el 

procedimiento dispuesto en la ley para los casos en que las pensiones fueron reconocidas 

con abuso del derecho o sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley 

(Sentencia T-615, 2016). 

 

No obstante, cabe destacar que el precedente establecido por la Corte Constitucional en cuanto a 

la exclusión del IBL del régimen de transición es predominante, esto se observa en la sentencia de 

tutela 039, 2018, la cual revoca ocho sentencias de la jurisdicción contenciosa administrativa por 

aplicar el precedente judicial del consejo de Estado, dejando claro de esta manera que la Corte 

Constitucional es el órgano de cierre del ordenamiento jurídico de Colombia, y por ello las 

sentencias de unificación que profiera tienen un carácter vinculante.   

 

Asimismo, cabe mencionar que el Consejo de Estado, en cuanto a los factores salariales para la 

liquidación de las pensiones de jubilación de los servidores públicos no ha sido consistente, puesto 

que ha experimentado cambios o alteraciones que han generado inseguridad jurídica al abordar 

casos similares. Esto ha dado lugar a criterios judiciales divergentes, creando un escenario en el 

cual los servidores públicos pueden ver frustradas sus expectativas en los casos de reajuste o 

reliquidación de sus pensiones. En ese contexto se pueden observar diferentes criterios, el primero 

de ellos denominado criterio de interpretación intermedio: 

  

El primer criterio judicial expuesto por el Consejo de Estado en la Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección en la sentencia de 29 de mayo de 2003, 
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Radicación No.: 25000-23-25-000-2000-2990-01(4471 - 02), se determinó que la entidad 

pública responsable de reconocer y liquidar la prestación económica de pensión de 

jubilación tendría que efectuar las deducciones de ley a que hubiere lugar por los conceptos 

de factores salariales que cuya inclusión se ordenaba y que no hubieren sido objeto de 

aportes, es decir, por ejemplo si un servidor público, estaba percibiendo una prima técnica 

sobre la cual durante su relación laboral con el Estado no fue tenida en cuenta para liquidar 

la cotización a pensión, la entidad pública o caja de previsión social, debía deducir los 

aportes a pensión que no se hicieron en su momento (Argote, 2017, p. 21). 

 

Se observa que este enfoque puede clasificarse como un criterio intermedio, ya que está dispuesto 

a considerar todos los factores salariales percibidos por el servidor público, siempre y cuando estén 

explícitamente mencionados en la lista establecida por el legislador. Además, se abre la posibilidad 

de incluir otros factores no especificados en la lista, siempre que esté autorizado el descuento 

correspondiente de la cotización. 

 

Según esta postura del Consejo de Estado indica que se había establecido que la entidad pública 

encargada de reconocer prestaciones debía realizar las deducciones legales correspondientes a los 

conceptos cuya inclusión estaba ordenada, incluso si no estaban contemplados en la lista del 

artículo 3 de la Ley 33, 1985, lo cual se fundamentaba en el inciso tercero de dicha norma, que 

establecía que las pensiones de empleados oficiales se liquidarían sobre los mismos factores 

utilizados para calcular los aportes.  

 

Se evidencia que el Consejo de Estado acepta una posición intermedia al no aceptar plenamente 

que la lista de factores salariales sea simplemente ilustrativa. Sino que establece la posibilidad de 
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tener en cuenta factores salariales no calculados previamente para la cotización a la pensión, 

siempre y cuando la entidad pública o caja de previsión social proceda a descontar el 

correspondiente aporte pensional. Por otro lado, también ha compartido un segundo criterio, 

conocido como criterio de interpretación amplio. 

 

El mencionado “criterio jurisprudencial tiene su origen en el fallo del Consejo de Estado de la Sala 

de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejero Ponente: Dr. 

Alejandro 21 Ordóñez Maldonado, sentencia de 16 de febrero de 2006, Radicación No.: 25000-23-

25-000-2001-01579-01(1579-04) (Argote, 2017, p. 27) en la cual se resalta el artículo primero de 

la ley 33 de 1985 como disposición normativa de aplicación para el caso de la reliquidación del 

servidor público en cuestión, es decir el 75% del salario promedio que fue utilizado para los aportes 

realizados el último año de servicio. 

 

La referida sentencia permitió tener en cuenta que las pensiones de jubilación deben ser liquidadas, 

en virtud de los factores salariales que de manera efectiva haya percibido el empleado estatal, sin 

considerar si estos están consagrados en las Leyes 33 y 62 de 1985, en ese sentido, los factores 

eran determinados no solamente por la normativa, sino podría ser considerado por medio de una 

prueba documental que demostrará  cuales habían sido los factores que estructuraron su salario 

durante el año previo a la adquisición del derecho pensional, por ejemplo el certificado de salarios.  

 

De los anterior cabe destacar que, bajo esta postura amplia de interpretación del Consejo de Estado, 

se puede inferir que la prueba documental para dicho fin adquiere un valor normativo o una fuerza 

vinculante de tal manera, que llegado el caso de no haberse tenido en cuenta un factor demostraba 
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por medio del certificado mencionado, se realizaba nuevamente la liquidación pensional del 

servidor público. En concordancia se cita en extenso: 

 

Se trae como reseña histórica lo dicho por la Corte Suprema de Justicia (1993), en donde 

se refirió de vocación probatoria del trabajador, que pretenda demostrar que factor es 

salario: La determinación en cada caso concreto, de cuáles primas son o no salario, 

solamente puede hacerse previo examen de los hechos que motivan el litigio, por los que 

siempre será necesario, enfrentar el problema principalmente desde el punto de vista fáctico 

y remitirse a los que establezcan las pruebas del proceso, pues si se enfocara exclusivamente 

desde el ángulo jurídico o de puro derecho aparecerían contradictorias las disposiciones 

legales (Argote, 2017, p. 28).  

 

Se observa que esta postura jurisprudencial amplia había sido establecida por el Consejo de Estado 

como la única regla de interpretación en materia de factores de liquidación pensional para 

servidores públicos, la cual en síntesis y en contra oposición a la establecida por la Corte 

Constitucional tal y como se mencionó en párrafos anteriores, señala que el artículo 3 de la Ley 33, 

1985, modificado por el artículo 1 de la Ley 62, 1985, no limita de manera específica los factores 

que deben considerarse al calcular la pensión de jubilación para los servidores públicos. En lugar 

de ello, menciona algunos factores sin excluir la posibilidad de incluir otros que no estén 

expresamente detallados en la lista, siempre y cuando hayan sido percibidos como salario por el 

servidor durante el año anterior a la prestación del servicio. 

 

De este análisis se puede destacar la complejidad y la falta de coherencia en las interpretaciones 

legales, la discrepancia entre el Consejo de Estado y la Corte Constitucional sobre el cálculo del 
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ingreso base de liquidación (IBO) refleja una lucha entre una aproximación más flexible, que busca 

considerar factores no explícitamente detallados en la ley, y otra más restrictiva que aboga por la 

estricta aplicación de la Ley 100, 1993. 

 

Esta divergencia crea una notable inseguridad jurídica para los empleados públicos, quienes se 

encuentran en una situación vulnerable debido a la falta de uniformidad en los criterios judiciales. 

La incertidumbre se agrava al observar que incluso dentro del Consejo de Estado han existido 

posturas contradictorias, generando un ambiente legal confuso y poco predecible. 

 

En ese sentido la falta de coherencia en las decisiones judiciales plantea la necesidad de una 

clarificación normativa que ofrezca directrices más precisas sobre el cálculo de las pensiones de 

jubilación. Este escenario deja a los servidores públicos en una posición de desventaja, ya que sus 

expectativas en cuanto a reajustes o reliquidaciones se ven afectadas por la falta de consistencia en 

la interpretación de la ley. 

 

En última instancia, se evidencia la urgencia de establecer criterios más sólidos y uniformes que 

brinden certeza jurídica y protejan de manera efectiva los derechos de los empleados públicos en 

el ámbito pensional. En ese entendido se podría observar el tercer criterio que el consejo de Estado 

ha tenido previo al denominado amplio de interpretación y que ahora actualmente vuelve a unificar 

como única regla de interpretación y que se puede concordar con la postura dominante de la Corte 

Constitucional, es decir de un criterio restringido de interpretación. 

 

Como se mencionó, el criterio restringido había sido establecido por el Consejo de Estado 

“mediante fallo de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, 
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Consejero Ponente: Dr. Gerardo Arenas Monsalve, Sentencia de 6 de agosto de 2008, radicación 

No. 25000-23-25-000-2002-12846-01(0640-08)” (Argote, 2017, p. 23) lo que ocasionó 

inseguridad jurídica puesto que tanto este criterio como el intermedio de interpretación eran 

válidos, hasta que en el Consejo de Estado unificara su jurisprudencia en el 2010 respecto al criterio 

amplio, previamente explicado en párrafos anteriores. 

 

En ese orden de ideas, se puede observar que el Consejo de Estado había considerado dos posturas 

de interpretación, el criterio intermedio y el restringido, motivo por el cual unifico su jurisprudencia 

en el sentido del criterio amplio, no obstante este a su vez creaba dentro del ordenamiento jurídico 

nuevamente dos tesis opuestas, en virtud de la establecida por la Corte Constitucional, por esta 

razón volvió a unificar su jurisprudencia en un sentido restringido de interpretación, este criterio 

será analizado en el siguiente acápite. 

 

3.4. Criterio restrictivo 

 

La postura restringida hacia los factores salariales para la liquidación de la pensión de jubilación 

de los servidores estatales puede resumirse en la palabra clave, taxatividad. Este término implica 

que los elementos considerados al calcular la pensión están rigurosamente limitados y 

exhaustivamente definidos por la ley. En otras palabras, bajo este enfoque restringido, se sostiene 

que únicamente se deben considerar aquellos factores salariales que estén expresamente 

mencionados y detallados en la legislación correspondiente, sin permitir la inclusión de otros 

elementos que no estén específicamente enumerados. 
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En ese entendido, en el 2008 el Consejo de Estado unifico de tal modo en que las pensiones solo 

debían liquidarse en virtud de los factores salariales que estuviesen establecidos en la Ley 33, 1985, 

lo cual, implicada una consecuencia jurídica, y es que las cajas podían solicitar las sumas deducidas 

por factores que la ley taxativamente no haya consagrado, de esta manera afectado un derecho 

adquirido respecto a estos montos pensionales. 

 

Cabe mencionar que esta tesis encuentra sus fundamentos, en que si se acepta todos los elementos 

salariales pueden ser considerados como base para la liquidación de pensiones es despojar de su 

efectividad al detallado listado que cuidadosamente estableció el legislador para dicho propósito 

en el caso de los empleados oficiales. Resulta contraproducente pensar que el Congreso de la 

República se esforzó en seleccionar minuciosamente un conjunto específico de factores de 

liquidación, solo para concluir que cualquier factor puede ser incluido. 

 

En ese sentido, este criterio tiene tres características, la taxatividad de los factores pensionales, es 

decir aquellos consagrados por el legislador, segundo, es la entidad o la caja previsional la que 

puede realizar cotizaciones a pensión basándose en factores enunciados en las Leyes 33 y 62, y, 

por último, en la situación de estas entidades hubieran hecho deducciones en base a factores que 

estén en las referidas normas, tendría la obligación de reembolsar dichos valores al servidor 

público.  

 

Esta jurisprudencia se apoyó en el principio de protección al erario, que busca resguardar el 

patrimonio público mediante acciones que minimicen el detrimento a la economía estatal. En este 

contexto, la tesis aboga por reconocimiento y liquidación de las pensiones de jubilación de los 

servidores públicos considerando exclusivamente los factores salariales explícitamente detallados 



116 

 

en las Leyes 33 y 62 de 1985. La razón subyacente es prevenir un aumento en el gasto público, ya 

que incluir todos los factores salariales, sin importar su inclusión en las leyes mencionadas, podría 

generar un incremento sustancial de los costos, creando así un riesgo de vacío fiscal en las finanzas 

públicas. 

 

En ese sentido acceder a la reliquidación teniendo en cuenta todos los factores que no fueron 

considerados inicialmente al liquidar las pensiones de los servidores públicos representaría una 

medida que impactaría negativamente en la sostenibilidad financiera. Por esta razón es la negativa 

de las cajas de previsión, las cuales ponen en tela de juicio las decisiones judiciales del Consejo de 

Estado que realiza sus análisis sin tener en cuenta la realidad financiera del sistema, y únicamente 

se concentra en lo jurídico, de esa manera generando riesgo al sistema de pensiones en general.  

 

Cabe mencionar que este criterio de interpretación restringido es el consagrado en virtud del “nuevo 

criterio de interpretación judicial fijado en la Sentencia de Unificación del 28 de agosto de 2018” 

(Sentencia 2015-00676, 2020) en la que el Consejo de Estado trae a colación la Sentencia de 

Unificación de 2010 en que se sostenía que la lista de factores salariales establecidos en la Ley 33, 

1985 no se era de carácter taxativo porque los factores pensionales lo eran debido a su naturaleza 

constitutiva de salario, es decir bajo este criterio amplio se interpretaba que los factores a considerar 

en la liquidación pensional de un servidor público no podía limitarse por una norma puesto que la 

premisa si constituye salario es la que determina si debe ser incluido o no: 

 

La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo en la sentencia de unificación de 28 de 

agosto de 2018, que constituye un precedente vinculante y obligatorio en la resolución de 

casos fáctica y jurídicamente iguales12, fijó una regla general y dos subreglas en relación 
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con la aplicación del régimen de transición de la Ley 100 de 1993 y precisó que éstas se 

aplicarían con efectos retrospectivos “[…] a todos los casos pendientes de solución tanto 

en vía administrativa como en vía judicial a través de acciones ordinarias; salvo los casos 

en los que ha operado la cosa juzgada que, en virtud del principio de seguridad jurídica, 

resultan inmodificables” (Sentencia 2015-00676, 2020). 

 

En ese sentido, la regla precitada sobre el IBL del artículo 36 de la Ley 100, 1993 consiste en que 

este debe ser incluido en el régimen de transición para las personas sometidas a él, es decir para 

los servidores públicos que adquieren su derecho pensional en base a los requisitos consagrados en 

la Ley 33, 1985, esto es la edad, el tiempo, y la tasa de reemplazo, en ese sentido argumenta que 

es sobre estos elementos constitutivos sobre los cuales se otorgó efectos de ultraactividad por medio 

del artículo 36 de la Ley 100, 1993. 

 

Por el contrario, respecto al monto pensional la referida ley fija un ingreso base de liquidación en 

virtud de su potestad reglamentaria de configuración, con el propósito de garantizar la unificación 

el IBO para los próximos pensionados, y de igual manera para asegurar la viabilidad del sistema 

en cuanto a su sostenibilidad financiera. En ese sentido cabe mencionar: 

 

La regla establecida por el legislador en el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 

excluyó la aplicación ultractiva del ingreso base de liquidación que consagraba el régimen 

general de pensiones anterior a dicha ley. El reconocimiento de la pensión en las 

condiciones previstas a cabalidad por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 constituye un 

verdadero beneficio para este grupo poblacional, porque frente a los mismos requisitos que 
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están consagrados para el Sistema General de Pensiones, indudablemente, le son más 

favorables» (Sentencia 2015-00676, 2020). 

 

Respecto a las subreglas, la primera disposición se relaciona con el periodo para liquidar las 

pensiones de los funcionarios públicos que cumplan con los requisitos establecidos en la Ley 33 

de 1985, cuando falten menos de diez (10) años para adquirir el derecho a la pensión, el ingreso 

base de liquidación se determinará tomando como referencia el promedio de lo devengado durante 

el período restante, o el monto cotizado a lo largo de todo el periodo, eligiendo el valor más alto.  

Si el periodo restante es superior a diez (10) años, el ingreso base de liquidación corresponderá al 

promedio de los salarios o rentas sobre los cuales el afiliado ha cotizado durante los últimos diez 

(10) años previos al reconocimiento de la pensión.  

 

Respecto a la segunda, esta establece que los elementos salariales que deben formar parte del 

ingreso base de liquidación para la pensión de vejez de los servidores públicos que se benefician 

de la transición son exclusivamente aquellos sobre los cuales se hayan realizado aportes o 

cotizaciones al Sistema de Pensiones. Esto se justifica porque dicha interpretación es las más 

acorde al artículo 48 superior puesto que observa al sistema pensional de la ley 33, 1985, como 

uno en que solo deben incluirse como elementos salariales en la liquidación de la mesada pensional 

aquellos factores sobre los cuales se hayan realizado aportes o cotizaciones. 

 

En síntesis, el Consejo de Estado, de esta manera estableció que en el caso de individuos que, al 

entrar en vigor la Ley 100 de 1993, tuvieran más de 10 años restantes para cumplir con los 

requisitos del derecho prestacional, el ingreso base de liquidación sería el promedio de los salarios 

o rentas sobre los cuales el afiliado hubiera cotizado durante los 10 años anteriores al 
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reconocimiento de la pensión. En caso contrario, es decir, si faltaran menos de 10 años, el IBL sería 

el promedio de lo devengado durante el período restante, o el monto cotizado durante todo el 

tiempo, eligiendo el valor más alto. 

 

De lo anterior se puede inferir que la adopción de un criterio de interpretación restringido, como el 

propuesto por el Consejo de Estado en la sentencia de unificación, puede considerarse beneficioso 

para el sistema pensional en varios aspectos. En primer lugar, al limitar la inclusión de factores 

salariales en la liquidación de pensiones únicamente a aquellos sobre los que se han efectuado 

aportes, se fortalece la sostenibilidad financiera del sistema. Esto evita la potencial generación de 

gastos excesivos que podrían comprometer la viabilidad a largo plazo de las pensiones y, por ende, 

la estabilidad fiscal. 

 

Además, al establecer reglas más precisas y específicas para la liquidación de pensiones, se busca 

garantizar un tratamiento equitativo y uniforme para los futuros pensionados. La claridad en los 

criterios de cálculo puede contribuir a la previsibilidad y estabilidad del sistema pensional, lo cual 

es crucial para su correcto funcionamiento y para brindar seguridad a los afiliados. 

 

No obstante, es importante considerar que la restricción en la inclusión de factores salariales 

también puede tener implicaciones individuales para algunos beneficiarios, especialmente aquellos 

cuyos ingresos no estén completamente reflejados en los aportes al sistema. Por lo tanto, es 

fundamental que esta interpretación se aplique de manera justa y que se consideren posibles ajustes 

que resguarden los derechos individuales. 
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3.5. Conclusión preliminar 

 

Se concluye preliminarmente que el sistema pensional actual de los empleados públicos de 

Colombia, respecto a la inclusión de factores de liquidación, cuenta con fortalezas, pero también 

debilidades, en cuanto a lo primero la taxatividad de los factores en cuestión es de suma 

importancia, sin embargo, los problemas jurisprudenciales sobre que se debe incluir como factor 

pensional ha sido un desafío para el sistema en cuestión, lo que ha generado inseguridad jurídica. 

 

De igual manera, se observa que el consejo de Estado y la Corte Constitucional han diferido en 

muchas ocasiones, primero sobre si el IBL debe estar incluido dentro del régimen de transición o 

este es regulado por la Ley 100, asimismo respecto a los criterios de interpretación de los factores 

salariales en cuanto a su inclusión como factores pensionales, en ese sentido el Consejo de Estado 

actualmente ha establecido un criterio restringido, el cual es más concordante con los 

pronunciamientos de la Corte Constitucional, y en consecuencia se puede evidencia una unificación 

nacional sobre cómo se debe calcular la liquidación pensional de los empleados públicos. 
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4. CONCLUSIONES 

 

4.1. Conclusiones 

 

1.  La evolución normativa del sistema pensional de los servidores públicos en Colombia ha sido 

un proceso dinámico, adaptándose a las cambiantes necesidades y realidades laborales a lo largo 

del tiempo. Desde la pionera ley 6 de 1945, que estableció las bases normativas del sistema 

pensional, hasta las reformas introducidas por la Ley 100, 1993 y la Ley 797, 2003, se ha 

evidenciado un esfuerzo constante por garantizar derechos y principios de sostenibilidad 

financiera, al mismo tiempo los derechos adquiridos y las expectativas legitimas de los servidores 

públicos. 

 

2. La Constitución Política, 1991 introdujo un cambio significativo al reconocer la seguridad social 

como un derecho explícito, estableciendo principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Las 

sentencias de unificación, como la SU-273, 2022, han desempeñado un papel crucial al abordar 

temas cruciales, como el reconocimiento de la pensión de vejez sin importar la entidad donde se 

realizaron las cotizaciones, reiterando la importancia de interpretar de manera favorable al 

accionante. Estas dinámicas normativas y jurisprudenciales han sido fundamentales en la 

construcción y adaptación del sistema pensional para los servidores públicos en Colombia, 

asegurando su evolución acorde con los principios constitucionales y las necesidades cambiantes 

de la sociedad laboral. 

 

3.  A través de la comparación de diversos sistemas pensionales en Iberoamérica, se evidencia la 

existencia de desafíos compartidos, factores como la disminución de la fuerza laboral activa, la 
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necesidad de mantener la sostenibilidad financiera y las complejidades demográficas son comunes 

en la región. Esto sugiere que, independientemente del modelo específico adoptado por cada país, 

la región en su conjunto enfrenta retos similares en la gestión de los sistemas de pensiones de 

empleados públicos. 

 

4. Colombia se destaca en el contexto iberoamericano por la adopción de un sistema mixto de 

pensiones que combina elementos de reparto y capitalización individual. Esta dualidad ofrece a los 

afiliados la libertad de elegir entre dos enfoques, a diferencia de algunos países que optan por 

sistemas exclusivamente de reparto o capitalización, o en su defecto, pese la coexistencia de 

modelos, son factores factico de cada persona la que lo obliga a pertenecer a un régimen específico. 

En ese sentido, la flexibilidad brindada por el sistema colombiano refleja una respuesta a la 

diversidad de necesidades y preferencias de los trabajadores del sector público. 

 

5. Respecto al sistema pensional actual de los empleados públicos de Colombia, en cuanto a la 

inclusión de factores de liquidación, que es necesario examinar cómo los factores de liquidación 

afectan directamente el monto final de la pensión que los empleados públicos recibirán al jubilarse, 

en ese sentido la manera en que se aplican estos factores puede influir significativamente en la 

estabilidad financiera de los pensionados, lo cual es crucial para garantizar un retiro digno y 

adecuado. 

 

6. La complejidad del sistema actual puede generar confusiones entre los trabajadores, lo que puede 

afectar negativamente su capacidad para tomar decisiones informadas sobre su futuro financiero, 

inequidad e inseguridad jurídica a pesar de la unificación de jurisprudencia de las altas cortes, esto 

en virtud de la tendencia fluctuante respecto a la interpretación de los factores pensionales. Por 
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ende, estos deben ser flexibles y capaces de ajustarse a las dinámicas del entorno, garantizando la 

sostenibilidad del sistema pensional a largo plazo. 

 

4.2. Recomendaciones 

 

1. Se recomienda establecer un proceso continuo de seguimiento y análisis de las modificaciones 

normativas relacionadas con el sistema pensional de servidores públicos en Colombia. Esto 

permitirá mantenerse al día con posibles ajustes legales que puedan impactar los derechos y 

expectativas de este grupo laboral.  

 

2. Se recomienda considerar la implementación de un sistema de pilares en la evolución continua 

del sistema pensional. Este enfoque permitiría encontrar un equilibrio entre la sostenibilidad 

financiera a largo plazo y la seguridad jurídica de los afiliados en cuanto a sus derechos pensionales. 

La estructuración de requisitos accesibles para acceder a una pensión, combinada con medidas que 

garanticen la estabilidad financiera del sistema, contribuirá a mantener un sistema sólido y 

equitativo en beneficio de los futuros pensionados y del sistema en su conjunto. 

 

3. Se recomienda la promoción de intercambios de buenas prácticas entre los países de la región, 

con el fin de establecer plataformas de colaboración y diálogo facilitará el intercambio de 

experiencias exitosas, permitiendo que cada nación aprenda de los enfoques adoptados por otros 

para abordar desafíos similares. Esto contribuirá a fortalecer la gestión de los sistemas de pensiones 

de empleados públicos a nivel regional. 
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4. De igual manera, dada la flexibilidad del sistema de pensiones en Colombia, se recomienda 

realizar evaluaciones periódicas para asegurar que la dualidad entre los elementos de reparto y 

capitalización individual continúe siendo efectiva y equitativa. Estos análisis deben considerar la 

evolución demográfica, cambios en la fuerza laboral y factores económicos, con el objetivo de 

realizar ajustes que mantengan la capacidad de respuesta del sistema a las necesidades cambiantes 

de los trabajadores del sector público en Colombia. 

 

5. Teniendo en cuenta la influencia significativa de los factores de liquidación en la estabilidad 

financiera de los pensionados y del sistema en sí mismo, se recomienda realizar una revisión 

exhaustiva de la aplicación y efectos de estos factores en el cálculo de las pensiones, dicha revisión 

debería incluir una evaluación de cómo los factores impactan el monto final de las pensiones, con 

el objetivo de optimizar su aplicación para garantizar un retiro digno y adecuado para los 

empleados públicos. 

 

6. También se recomienda ante la complejidad del sistema actual y las posibles confusiones entre 

los trabajadores, desarrollar herramientas educativas y mecanismos de comunicación efectivos. 

Estos deben estar diseñados para brindar información clara y comprensible sobre los factores de 

liquidación, promoviendo la toma de decisiones informadas por parte de los empleados públicos. 
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